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SEÑOR DIPUTADO JOSÉ ISABEL TREJO REYES, PRESIDENTE DE LA 
COMISIÓN DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO DE LA CÁMARA DE 
DIPUTADOS DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN. 
 
 
P R E S E N T E: 
 

 

DIANA ROSALÍA BERNAL LADRÓN DE GUEVARA, en mi carácter de 

PROCURADORA DE LA DEFENSA DEL CONTRIBUYENTE, con fundamento en 

lo dispuesto en los artículos 5º, fracción XVI, de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, y 96, 97, 98 y 99 de los 

Lineamientos que regulan el ejercicio de las atribuciones sustantivas de la 

Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, publicados en el Diario Oficial de la 

Federación el día 30 de agosto del 2011, ante usted, como representante de esa 

H. Comisión de Hacienda y Crédito Público, en forma respetuosa, y dada la 

facultad que expresamente concede a la titular de este órgano el citado artículo 5º, 

fracción XVI, me permito poner a la superior consideración de ese órgano 

parlamentario, a fin de proveer la efectiva tutela de los derechos fundamentales de 

los contribuyentes, tarea esencial de esta Procuraduría, la propuesta de 

modificación a diversos artículos del Código Fiscal de la Federación, de la 

Ley del Servicio de Administración Tributaria, de la Ley del Seguro Social, de 

la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, conforme a 

los siguientes:  
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MOTIVOS DE LA PROPUESTA 

 

La Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (Prodecon) es un organismo del 

Estado Mexicano encargado de velar por los derechos de los contribuyentes1. 

Dentro de las atribuciones establecidas en su Ley Orgánica, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación (DOF) el día 4 de septiembre del 2006, destaca la prevista 

en la fracción XVI de su artículo 5º, consistente en presentar propuestas de 

modificaciones legislativas ante la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la 

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión. 

 

Esta atribución debe ejercerse cuando, por cualquier medio, la Procuraduría 

detecte que la legislación fiscal admite reformas que de mejor manera ayuden a 

salvaguardar los derechos de los contribuyentes. En el caso que nos ocupa se han 

detectado, con motivo del ejercicio de distintas atribuciones de este organismo 

descentralizado —quejas, asesorías, representación legal, problemas 

sistémicos—, que existen mejoras que pueden incorporarse al texto del Código 

Fiscal de la Federación (CFF) y otros ordenamientos legales, pues las normas en 

vigor no han controlado suficientemente los abusos en los que pueden incurrir 

algunas autoridades fiscales, con la consiguiente afectación a los derechos de los 

contribuyentes, sobre todo en temas relacionados con los aseguramientos 

precautorios de depósitos bancarios, embargos precautorios y embargos 

practicados dentro del procedimiento administrativo de ejecución (PAE), 

inmovilizaciones de depósitos o seguros; a lo cual debe adicionarse la ausencia de 

medidas encaminadas a restituir a los contribuyentes en el goce de los derechos 

                                                           
1
 En el dictamen legislativo en el que se analizó la creación de la Prodecon, se consideró que este organismo 

representa un gran avance en el sistema jurídico mexicano, puesto que otorgaría una garantía de seguridad 
jurídica para los contribuyentes que presenten alguna controversia con el fisco o con alguna autoridad 
administrativa y, también, se estimó que, derivado del buen funcionamiento de la propia Procuraduría, se 
incentivará que las autoridades actúen de manera eficaz y apegadas a la legalidad, en virtud de que 
representa una instancia de fácil acceso para los particulares. 
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violentados y de un sistema de responsabilidades patrimoniales para los 

servidores públicos que han cometido las ilegalidades que más adelante serán 

señaladas. 

 

Por lo tanto, la presente propuesta de modificación a diversas disposiciones 

fiscales tiene por objeto proponer a esa H. Comisión Legislativa una serie de 

reformas, derogaciones y adiciones a diversos ordenamientos legales, con el 

objeto de minimizar o, de ser posible, evitar actos abusivos e ilegales por parte de 

las autoridades fiscales, que resulten violatorios de los derechos de los 

contribuyentes y que, en caso de que éstos los resientan en su esfera jurídica o 

económica, exista la posibilidad real de que las autoridades respondan por los 

daños que les ocasionaron. Todo ello, a fin de contribuir a una cultura de la 

legalidad, que permita que las autoridades cumplan su función de manera eficaz, 

pero sin afectar indebidamente a los particulares. 

 

Asimismo, la presente propuesta de modificación incluye otros temas que la 

Prodecon ha detectado en el ejercicio de sus atribuciones y que se consideran de 

relevancia tal que ameritan una propuesta de modificación legislativa en beneficio, 

nuevamente, de los derechos de quienes con sus aportaciones sostienen el gasto 

público del país y que son las siguientes:  

 

1. Se propone una modificación a la prescripción de créditos fiscales, pues se ha 

visto en la práctica que los contribuyentes pueden no liberarse de sus adeudos 

fiscales por el transcurso del tiempo, quedando sometidos al procedimiento de 

ejecución de forma indefinida, cuando éste se desarrolla de manera ineficaz. 

 

2. Se propone, para procurar que los contribuyentes tengan un acceso efectivo a 

la justicia en materia fiscal, una modificación relacionada con el juicio sumario que 
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se implementó en el 2011 y que se tramita ante el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa (TFJFA). 

 

A continuación se exponen las reformas, derogaciones o adiciones que se ponen 

a consideración de esa H. Comisión de Hacienda y Crédito Público, respecto de 

los siguientes ordenamientos legales materia de la presente propuesta de 

modificación. 

 

I. Código Fiscal de la Federación. 

 

I.1 Artículos 40, fracción III y 145-A: 

 

Debe señalarse que los aseguramientos de depósitos bancarios de los 

contribuyentes ha sido un rubro que particularmente ha aportado a la experiencia 

de la Prodecon durante su primer año de funciones. Este tema representa un 

ejemplo paradigmático de casos —en general, graves— de violaciones a los 

derechos de los contribuyentes, lo que ha derivado en diversas acciones, tales 

como asesorías, quejas y representación legal de los contribuyentes afectados 

ante los tribunales competentes, la emisión de un Acuerdo de Calificación de 

Problema Sistémico2 derivado del procedimiento de investigación y análisis de la 

problemática en cuestión, así como la emisión de diversas recomendaciones a las 

autoridades fiscales3 que han resultado responsables —a juicio de esta 

Procuraduría— de los actos que se han considerado atentatorios contra los 

derechos de los contribuyentes. 

                                                           
2
 Acuerdo de calificación de problema sistémico, emitido el 10 de enero de 2012, publicado en la página 

electrónica oficial de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente. 
 http://www.prodecon.gob.mx/Documentos/Banner%20Principal/2012/ACUERDO_DE_CALIFICACION_v2.pdf. 
3
 Entre las que destacan: i) el SAT, ii) el IMSS, iii) el INFONAVIT, iv) así como diversas secretarías de 

finanzas de varias entidades federativas. 

http://www.prodecon.gob.mx/Documentos/Banner%20Principal/2012/ACUERDO_DE_CALIFICACION_v2.pdf
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Este tema adquiere especial relevancia dentro del nuevo esquema constitucional 

de protección de derechos fundamentales introducido por la reciente reforma 

constitucional de junio de 2011 y permite anticipar que, en diversas ocasiones, la 

forma y términos en que las autoridades fiscales están ejerciendo esta facultad no 

coincide con el nivel de protección que exige el nuevo texto del artículo 1º de 

nuestra Carta Magna, ello aunado a que recientemente el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación (SCJN) declaró inconstitucional la fracción III del 

artículo 40 del CFF. 

 

En efecto, en el nuevo modelo de tutela de los derechos del gobernado, resalta la 

obligación de cualquier autoridad del Estado mexicano de respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos —en este caso de los contribuyentes—, así 

como el mandato constitucional de que las normas relativas a los derechos 

humanos se interpreten de conformidad con la Constitución y con los tratados 

internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas con la 

protección más amplia. 

 

La Prodecon reconoce que las autoridades fiscales están facultadas por ley para 

ordenar el aseguramiento de los depósitos bancarios de los contribuyentes, y 

reconoce que dicha atribución persigue un fin válido, consistente en posibilitar la 

verificación de la situación fiscal de los contribuyentes; sin embargo, a fin de 

respetar los derechos fundamentales de éstos, debe tenerse en cuenta que esta 

medida y, especialmente, la forma y términos en que a veces se ejerce, genera 

consecuencias trascendentales para los contribuyentes que resultan afectados. 

 

Son diversas las disposiciones fiscales establecidas en el CFF que buscan dotar a 

la autoridad fiscal de ciertas facultades y herramientas para hacer cumplir la 



 
 
 
 
 
 

 

- 6 - 

obligación de todo ciudadano de contribuir al gasto público en términos del artículo 

31, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

(CPEUM). 

 

Sin embargo, uno de los principales problemas que actualmente enfrentan la 

mayoría de los contribuyentes, es el aseguramiento precautorio de sus bienes o 

negociaciones, atribución ésta a la que suele acudirse para asegurar, 

principalmente, los depósitos bancarios del obligado, cuando —a juicio de la 

autoridad— impidan, obstaculicen o se opongan al ejercicio de sus facultades de 

fiscalización. Dicho aseguramiento en la mayoría de los casos se efectúa de 

manera general e indiscriminada sobre los depósitos bancarios de los 

contribuyentes, generando un abuso de esa facultad por parte de las autoridades 

fiscales, particularmente porque dicha medida no queda sujeta a un límite material 

—al no establecerse un monto cierto sobre el cual deba efectuarse el 

aseguramiento— ni a uno temporal —pues no se establece la temporalidad a la 

que quedará sujeta dicha medida—, con independencia de la discrecionalidad con 

la que se puede acudir a la misma, dada la indefinición de algunos conceptos 

legales y la falta de proporcionalidad en su utilización, al no regularse en qué 

casos debe amonestarse previamente al contribuyente o sancionarlo con alguna 

otra consecuencia jurídica, previamente a la inmovilización de la cuenta bancaria. 

 

Como antecedente, es importante mencionar que, el 7 de diciembre de 2009, se 

publicó en el DOF el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de las Leyes del Impuesto sobre la Renta (LISR), del Impuesto a los 

Depósitos en Efectivo (LIDE), del Impuesto al Valor Agregado (LIVA) y del CFF.  

 

Dentro de las reformas al CFF, se adicionó la fracción III al artículo 40 con el fin de 

reforzar el ejercicio de las facultades de comprobación de las autoridades fiscales 
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en los casos en los cuales los contribuyentes, los responsables solidarios o los 

terceros con ellos relacionados, se opongan u obstaculicen el ejercicio de las 

facultades de comprobación de aquéllas e imposibiliten con ello que éstas tengan 

acceso a la contabilidad del contribuyente. Así, se propuso incluir —como medida 

de apremio— el aseguramiento precautorio de los bienes o la negociación del 

contribuyente, todo ello con miras a hacer efectivo el imperio de las autoridades al 

hacer uso de ellas y que los particulares obedezcan sus determinaciones. 

 
Sin embargo, en la práctica, el aseguramiento precautorio —mismo que surgió 

como mecanismo excepcional— se convirtió en el medio más utilizado por las 

autoridades fiscales para generar presión al contribuyente y con esto conseguir las 

metas recaudatorias. Dicha práctica ocasiona que muchas empresas no tengan 

los medios financieros para llevar a cabo las operaciones propias de su objeto e 

impide efectuar las inversiones necesarias, provocando desempleo, la disminución 

de la inversión productiva y, en muchos casos, la extinción de las mismas 

empresas, todo lo cual resulta aun más grave, cuando esta medida se utiliza 

indiscriminadamente. 

 

Cabe señalar que resulta trascendental destacar que este tipo de prácticas han 

sido declaradas inconstitucionales por el Pleno de la SCJN, la cual mediante 

sesión de Pleno del 27 de septiembre de 2012, al resolver la contradicción de tesis 

291/2012, por mayoría de votos declaró la inconstitucionalidad del artículo 40, 

fracción III del CFF, al considerar que dicho precepto vulnera la garantía de 

seguridad jurídica, ello porque restringe de forma excesiva e innecesaria los 

derechos de los contribuyentes al limitar el ejercicio de su derecho de propiedad e 

impedirles que continúen con la operación ordinaria de sus actividades.  
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Asimismo, la mayoría de Ministros determinó que la medida de apremio contenida 

en el multicitado numeral es desproporcional y carente de idoneidad, precisando 

que el aseguramiento precautorio debe operar dentro de límites materiales y 

temporales, lo cual no sucede conforme al texto vigente4. 

 

Particularmente ilustrativo resulta lo señalado por la SCJN al declarar 

inconstitucional el aseguramiento precautorio de bienes o de la negociación de los 

contribuyentes, al considerar que esta medida de apremio no tiene por objeto 

garantizar un crédito fiscal, más aun, se impone sin que existan elementos 

suficientes que permitan establecer, al menos presuntivamente, que el 

contribuyente ha incumplido con sus obligaciones fiscales, lo que evidentemente 

da pauta a una actuación arbitraria de la autoridad hacendaria, habida cuenta de 

que no se precisan los límites materiales para el ejercicio de esta atribución. 

 

Lo que hace a esta medida como no idónea para alcanzar el fin buscado por el 

legislador, dado que éste se puede lograr a través de otros medios que restringen 

en menor medida los derechos fundamentales de los gobernados, como lo son el 

auxilio de la fuerza pública y la imposición de multas, o en su caso, el 

aseguramiento de la contabilidad de los contribuyentes. Además, considera 

desproporcionado al aseguramiento de bienes, ya que no existe correspondencia 
                                                           
4
 El Ministro Ortiz Mayagoitia, encargado del engrose de dicha contradicción, textualmente expresa que no 

basta lo eficaz de la medida al juzgar sus resultados, sino que debe analizarse la manera en la que se 
autoriza la actuación a la autoridad hacendaria. Al respecto, el Ministro Ortiz señaló lo siguiente: 

“[…] yo no dudo que la medida es efectiva, sería más efectivo el decomiso, pero no es esto, sino que se 
habló de idoneidad de la medida […]. Las medidas de apremio tienen la finalidad de doblegar la voluntad 
de quien no quiere aceptar, buenamente, las órdenes de autoridad, y una vez se agotan las que prevé la 
ley, si sigue en situación de rebeldía, se comete un delito, que es el de resistencia de particulares. Y 
también es muy efectivo meter a alguien a la cárcel porque no quiere exhibir su documentación, y la llega 
a exhibir ya en esas condiciones, pero ¿trabar un embargo donde no hay un crédito determinado, con la 
única finalidad de doblegar la voluntad de un particular a quien se le está ordenando que abra las puertas 
de su casa para una visita de inspección? El argumento toral del proyecto de la Primera Sala es el que 
señaló el señor Ministro Pardo: No hay idoneidad; efectividad, si la hay. En el caso que tuvimos nosotros, 
embargaron las cuentas bancarias. Dejaron en completo estado de inopia temporal al causante y se 
‘rindió inmediatamente’, ‘bajo banderas y entregó la plaza’, o sea, efectiva sí es, lo que decimos es que no 
es constitucional, eso es todo y son cuestiones distintas”. 
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entre el fin buscado y los efectos perjudiciales que genera, en tanto impide que los 

contribuyentes puedan ejercer sus derechos de propiedad sobre los mismos, lo 

que puede llegar a obstaculizar el desarrollo normal de sus actividades ordinarias. 

 

La resolución de dicha contradicción constituye un precedente trascendental en 

favor de los contribuyentes, mismo que al ser votado por mayoría de seis Ministros 

constituye jurisprudencia de observancia obligatoria para los demás órganos 

jurisdiccionales del país, ya sean judiciales o administrativos. 

 

Asimismo, debe señalarse que si a algún contribuyente se le aplica esta medida y 

éste la impugna, la consecuencia jurídica será la declaratoria de ilegalidad del acto 

que ordenó el embargo, pues ya fue declarado inconstitucional por el máximo 

tribunal del país, por lo que la autoridad que lo haya decretado deberá ordenar su 

levantamiento, tal y como lo ha precisado la Segunda Sección del TFJFA, a través 

de un precedente5. 

 

Por todo lo anteriormente expuesto, se considera necesario derogar la medida 

precautoria contenida en el artículo 40, fracción III, del Código Tributario Federal, 

con la finalidad de salvaguardar los principios fundamentales de seguridad y 

certeza jurídica de los contribuyentes, pues la medida antes referida carece de 

limite material para su ejecución, resultando casi imposible fijarlo, toda vez que 

dicha medida se ejecuta al inicio de las facultades de comprobación de la 

autoridad hacendaria y, por lo tanto, no existe determinada o cuantificada alguna 

obligación fiscal sobre la cual se establezca el límite material del aseguramiento 

precautorio, sobre todo cuando recae en los depósitos bancarios de los 

contribuyentes. 

                                                           
5
 Tesis número V-P-2aS-227, visible en la Revista del TFJFA, correspondiente a la Quinta Época; Año III; No. 

32, Agosto 2003. p. 111, cuyo rubro establece lo siguiente: “EMBARGO PRECAUTORIO. ES ILEGAL 
CUANDO SE SUSTENTA EN UN PRECEPTO LEGAL QUE HA SIDO DECLARADO INCONSTITUCIONAL”. 
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Asimismo, se considera necesario derogar también el artículo 145-A del propio 

CFF, precepto que surgió como una medida para eliminar el vicio de 

inconstitucionalidad que tenía el artículo 145 de dicho Código hasta el año del 

2006, y que establece la figura del aseguramiento precautorio, en términos muy 

semejantes y bajo la misma racionalidad de la medida prevista en la fracción III del 

artículo 40; ello en aplicación del principio general de derecho “ubi edem ratio ibi 

ius” que significa que: “en donde existe la misma razón, debe existir la misma 

disposición”, por lo cual también se propone la derogación de dicho numeral. 

 

Si bien se distingue en su denominación como aseguramiento precautorio, debe 

apreciarse que dicha medida, al igual que la establecida en la fracción III del 

artículo 40 del CFF bajo la denominación de medida de apremio, se encuentra 

diseñada para ser utilizada como mecanismo de presión, inclusive, en los mismos 

supuestos, pues también se establece su procedencia cuando el contribuyente se 

oponga u obstaculice la iniciación o desarrollo de las facultades de comprobación 

de las autoridades fiscales o no se pueda notificar su inicio por haber 

desaparecido o por ignorarse su domicilio, o bien, cuando el contribuyente se 

niegue a proporcionar su contabilidad. En este sentido, se aprecia también la 

introducción de dicho artículo mediante una deficiente técnica legislativa, pues 

está situado dentro del Título V, Capítulo III del CFF, referente al Procedimiento 

Administrativo de Ejecución, siendo el caso que dicha medida no debería utilizarse 

como medio de garantía de créditos fiscales futuros, tal y como lo ha establecido 

la SCJN6. 

                                                           
6
 Tesis aislada 1a. XXIV/2010, de rubro “ASEGURAMIENTO PRECAUTORIO EN MATERIA FISCAL. EL 

ARTÍCULO 145-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE 

LA FEDERACIÓN EL 28 DE JUNIO DE 2006, NO DEBE UTILIZARSE COMO MECANISMO DE GARANTÍA 

PARA FUTUROS CRÉDITOS FISCALES”, establecida por la Primera Sala de la Corte, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXXI, febrero de 2010, página 110. 
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En efecto, al igual que en el caso del artículo 40, fracción III del CFF, la medida 

establecida en el artículo 145-A del CFF carece de límites temporales para su 

ejecución e, inclusive, ha dado pie a actuaciones arbitrarias aun en los casos en 

los que se ordena el aseguramiento por un monto determinado, llega a 

inmovilizarse la totalidad de la cuenta o cuentas bancarias del contribuyente, pues 

no existen procedimientos eficaces que permitan asegurar únicamente el monto 

cuyo aseguramiento se ordena. En tal virtud, —a juicio de la Prodecon— la 

medida es desproporcional y carente de coherencia, por lo que debe ser eliminada 

del ordenamiento jurídico nacional. 

 

Sin que sea óbice a lo anterior el hecho de que el artículo 145-A del CFF sí 

establezca un límite material para dicha medida, al permitir que el aseguramiento 

precautorio se practique hasta por el monto de la determinación provisional de 

adeudos fiscales presuntos, utilizando los procedimientos previstos en los artículos 

56 y 57 del CFF, pues es claro que no siempre existe la posibilidad de calcular un 

monto, sobre todo en aquellos casos en que el contribuyente no ha podido ser 

localizado, además de que —como ya se expuso antes— no debe permitirse esta 

medida como mecanismo de garantía para futuros créditos fiscales.  

 

Asimismo, la reforma al artículo 145 y el nacimiento a la vida jurídica del artículo 

145-A en el año del 2006, y su reforma en el año del 2009, claramente tuvieron 

como objeto que el embargo de bienes previsto en el primer numeral dejara de ser 

una medida cautelar y pasara a ser una medida provisional, en la que se eliminó el 

interés fiscal como fin primordial, conservando el propósito de coadyuvar a 

conocer la situación fiscal de los sujetos obligados, justamente en la medida en la 

que lo regula también el artículo 40, fracción III del CFF —declarado 

inconstitucional por la SCJN—. En este sentido, y toda vez que el aseguramiento 

de bienes o de la negociación —sobre todo cuando se traba sobre depósitos 
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bancarios— no es el medio idóneo para conocer la situación fiscal de los 

contribuyentes, es que esta Procuraduría estima que la medida prevista en el 

artículo 145-A, que se refiere a las facultades de comprobación y no de cobro, 

debe derogarse. 

 

I.2 Artículo 139: 

 

Con el objeto de que exista certeza jurídica en las notificaciones que realizan las 

autoridades fiscales a través de estrados, se propone reformar este numeral para 

establecer que las notificaciones que se ordenen por este medio se hagan por las 

dos formas que actualmente establece dicho precepto legal, es decir, que sea a 

través de la fijación del documento de que se trate en los sitios abiertos al público 

dentro de las oficinas de las autoridades fiscales e, igualmente, por medio de la 

página electrónica del SAT, pues actualmente se prevé que la notificación por 

estrados pueda ser por uno u otro medio, lo cual genera incertidumbre jurídica en 

los contribuyentes al no saber por qué medio se les puede notificar un acto o 

resolución —que en muchas ocasiones pueden ser susceptibles de 

impugnación—. 

 

Con esta propuesta se busca acotar la discrecionalidad de las autoridades fiscales 

para ordenar una notificación cómo más les convenga, perdiendo de vista la 

importancia que tienen las notificaciones de los actos administrativos, pues es a 

partir de ésta que aquéllos nacen a la vida jurídica y surten sus efectos legales.  

 

I.3 Artículo 141: 

 

Esta propuesta de modificación tiene por objeto brindar certeza jurídica a los 

contribuyentes, en relación con distintas situaciones que a continuación se indican:  
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A) Se propone establecer expresamente en el primer párrafo de este artículo que 

los contribuyentes podrán garantizar el interés fiscal con alguna de las formas que 

establece dicho numeral cuando se actualice alguno de los supuestos previstos en 

el artículo 1427 del propio CFF, incluyendo además los casos de condonación de 

multas que establece el artículo 74 de dicho ordenamiento legal. 

 

Lo anterior se propone en esos términos ya que, en apariencia, la actual redacción 

del primer párrafo del artículo 141 del CFF es clara en cuanto a que las formas de 

garantizar el interés fiscal pueden ser utilizadas en cualesquiera de los casos que 

señala el propio CFF; sin embargo, la autoridad fiscal en la práctica limita este 

derecho a los contribuyentes, al establecer supuestos en los que aparentemente 

no estaría permitida alguna u otra forma de garantía del interés fiscal. 

 

Ejemplo de lo anterior es el caso que originó la recomendación número 03/2012 

de la Prodecon, en el que la autoridad fiscal rechazó la garantía (embargo en la 

vía administrativa) que el contribuyente ofreció para garantizar el interés fiscal del 

crédito que impugnó ante el TFJFA —y procedió a inmovilizar los depósitos 

bancarios al contribuyente quejoso—, arguyendo que únicamente los 

contribuyentes que efectúen un convenio de pago en parcialidades pueden ofrecer 

como garantía el embargo en la vía administrativa de la negociación, lo que 

demuestra la forma en que la autoridad fiscal establece supuestos no previstos en 

                                                           
7
“Artículo 142.- Procede garantizar el interés fiscal, cuando: 

I. Se solicite la suspensión del procedimiento administrativo de ejecución, inclusive si dicha suspensión se 

solicita ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en los términos de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo. 
II. Se solicite prórroga para el pago de los créditos fiscales o para que los mismos sean cubiertos en 

parcialidades, si dichas facilidades se conceden individualmente. 
III. Se solicite la aplicación del producto en los términos del Artículo 159 de este Código. 
IV. En los demás casos que señalen este ordenamiento y las leyes fiscales. 

No se otorgará garantía respecto de gastos de ejecución, salvo que el interés fiscal esté constituido 
únicamente por éstos.” 
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el CFF ni en su Reglamento para rechazar las garantías (en este caso, la prevista 

en la fracción V del artículo 141 del CFF) que los contribuyentes ofrecen buscando 

suspender cualquier acto dentro del PAE. Así, con esta reforma se busca darle 

certeza jurídica a los contribuyentes en relación a formas y supuestos para 

garantizar el interés fiscal. 

 

B) Por otro lado se establece que, cuando la garantía del interés fiscal no sea 

suficiente, la autoridad podrá exigir su ampliación o proceder al secuestro o 

embargo de otros bienes, siempre y cuando el contribuyente no amplíe la garantía. 

 

Con esta adición se busca que si la garantía que ofreció el contribuyente ya no es 

suficiente, antes de que se le embarguen o secuestren otros bienes —como 

usualmente acontece al ordenarse la inmovilización de sus depósitos bancarios—, 

se le requiera para que amplíe la garantía y, sólo si no lo hace, se proceda en los 

términos ya referidos. 

 

C) También se propone adicionar, en beneficio del contribuyente, que las 

autoridades fiscales puedan disminuir el monto de la garantía si es que aquél no 

cuenta con mayores recursos, ya que si bien es cierto que no se puede dispensar 

el ofrecimiento de garantía —por ser una cuestión de orden público—, también lo 

es que los contribuyentes no están obligados a lo imposible, es decir, no se les 

debe exigir que garanticen la totalidad de un crédito fiscal cuando no cuentan con 

los medios para ello, lo cual es importante establecer de manera expresa en el 

CFF, ya que mientras la autoridad no reconozca que no hay más medios para 

garantizar el interés fiscal, seguirá ejerciendo en contra de los contribuyentes 

actos de molestia con el objeto de buscar garantías a su entera satisfacción. 
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Esta adición es para reforzar la disposición que actualmente prevé el artículo 144 

del CFF, que establece que no se debe exigir garantía adicional del interés fiscal 

cuando los contribuyentes manifiesten, bajo protesta de decir verdad, que los 

bienes embargados son los únicos que poseen, tomando en cuenta que el 

numeral que se propone modificar establece que la garantía del interés fiscal 

podrá disminuirse si los contribuyentes no cuentan con mayores recursos.  

 

D) Una propuesta de modificación más a este precepto legal, consiste en hacerla 

concordante con lo que establece el artículo 65 del propio CFF, pues este 

precepto legal establece para los contribuyentes un plazo de 45 días hábiles 

siguientes a que surta efectos la notificación de la resolución que contiene un 

crédito fiscal para pagar o garantizar dicho crédito —si es que éste va a ser objeto 

de impugnación—, pero la disposición objeto de esta propuesta de modificación 

actualmente establece que la garantía del interés fiscal se debe constituir dentro 

de los 30 días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación, lo cual crea 

una antinomia entre dos disposiciones del CFF, siendo que un crédito fiscal no es 

exigible sino hasta que transcurre el plazo de los 45 días antes señalado.  

 

E) Por otro lado, con el objeto de evitar contradicción entre dos ordenamientos 

legales se propone establecer que, en los casos de créditos fiscales que se 

impugnen ante el TFJFA, los contribuyentes puedan garantizar el interés fiscal con 

cualesquiera de las formas que prevé el artículo 141 del propio CFF, toda vez que 

la disposición actual no es concordante con lo que establece el artículo 28 de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo (LFPCA), pues la ley en 

comento permite garantizar el interés fiscal ante la autoridad exactora, ofreciendo 

para tal efecto cualquiera de las garantías que el propio código tributario 

establece, siendo el caso que, actualmente, este ordenamiento limita el 

ofrecimiento de la garantía del interés fiscal únicamente al depósito que se haga 
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de las cantidades adeudadas ante la Tesorería de la Federación (TESOFE), 

Entidad Federativa o Municipio de que se trate. 

 

I.4 Artículo 144: 

 

Con la finalidad de salvaguardar los principios fundamentales de certeza y 

seguridad jurídica de los contribuyentes, se proponen ciertas modificaciones al 

artículo 144 del CFF, las cuales se exponen a continuación:  

 

A) En primer término se establece que los créditos que determine el Instituto 

Mexicano del Seguro Social (IMSS) y el Instituto del Fondo Nacional de la 

Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT) —en su carácter de organismos 

fiscales autónomos— serán exigibles hasta después de que hayan transcurrido 45 

días hábiles siguientes a que surta efectos la notificación de éstos, con lo cual se 

busca dar certeza jurídica a los patrones que están obligados al pago de este tipo 

de contribuciones de seguridad social. En efecto, si bien es cierto que dichos 

créditos pueden recurrirse en sede administrativa —a través de recursos de 

inconformidad que se deben presentar dentro de los 15 días siguientes a la 

notificación de los créditos—, también lo es, que los patrones inconformes pueden 

presentar en su contra juicio contencioso administrativo, de ahí que el plazo para 

impugnar este tipo de cuotas no sea uniforme —con excepción del caso de los 

juicios sumarios—. En tal virtud, se estima necesario establecer expresamente 

que los créditos fiscales determinados por ambos organismos sean exigibles en el 

plazo propuesto, a fin de evitar que los particulares tengan que ofrecer garantía de 

créditos fiscales que impugnarán ante el TFJFA dentro del plazo legal establecido 

para tal efecto. 
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Con lo anterior, se busca que si un patrón decide impugnar un crédito fiscal por 

concepto de aportaciones de seguridad social ante el TFJFA, no sufra la 

inmovilización de sus depósitos bancarios u otros actos dentro del PAE. 

 

B) Por otro lado se establece que el contribuyente o patrón que decida interponer 

un recurso administrativo —de revocación o inconformidad, según sea el caso—, 

así como el procedimiento de resolución de controversias previsto en un tratado 

para evitar la doble tributación de los que México es parte, no deberá ofrecer 

garantía del interés fiscal sino hasta que sean resueltos dichos medios de 

defensa, o el procedimiento antes referido. Con esto, se busca dar uniformidad a 

las disposiciones que actualmente prevén los párrafos segundo y tercero de este 

numeral que establecen dos momentos diferentes para que los créditos fiscales 

recurridos en sede administrativa, o que se sometan al procedimiento antes 

referido, no sean garantizados. 

 

Debe destacarse que, actualmente, este beneficio sólo se otorga cuando un 

contribuyente presenta un recurso de revocación o, en su caso, el procedimiento 

de resolución de controversias previsto en un tratado para evitar la doble 

tributación de los que México es parte, por lo que se considera adecuado hacer 

extensivo este beneficio para los recursos de inconformidad previstos en la Ley del 

Seguro Social (LSS) y en la Ley del INFONAVIT (LINFONAVIT), pues si bien es 

cierto que estos dos ordenamientos legales prevén un recurso administrativo 

diferente al de revocación, también lo es que la naturaleza de las aportaciones que 

se impugnan son contribuciones que constituyen créditos fiscales, de ahí que se 

estime oportuno que los patrones inconformes cuenten con el beneficio de no 

presentar las garantías del interés fiscal cuando opten por recurrir sus adeudos 

fiscales en sede administrativa.  
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Asimismo, con la finalidad de fortalecer la certeza y seguridad jurídica de los 

contribuyentes, y con el objeto de evitar actos autoritarios, se plantea que el 

contribuyente o patrón gocen de un plazo de 45 días —siguientes a aquél en que 

haya surtido efectos la notificación de la resolución que recaiga al recurso de 

revocación, a los recursos de inconformidad o al procedimiento de resolución de 

controversias previsto en alguno de los tratados para evitar la doble tributación de 

los que México sea parte—, para pagar o garantizar los créditos fiscales en 

términos de lo dispuesto por el propio CFF. 

 

Lo anterior, porque se ha apreciado una práctica administrativa que consiste en 

proceder a la inmediata ejecución —usualmente, mediante la inmovilización de 

cuentas bancarias— de los créditos fiscales impugnados vía recurso de 

revocación, tan pronto como se emite la resolución que pone fin a dicho 

procedimiento. Si bien es cierto que las disposiciones legales establecen que no 

se ejecutarán los créditos fiscales durante la tramitación del recurso de revocación 

—y sólo durante dicho lapso—, también es cierto que no se otorga al 

contribuyente una oportunidad para ofrecer dicha garantía tras la emisión de la 

resolución correspondiente, por lo que razonablemente no puede concluirse que 

exista algún incumplimiento de parte de un particular que, no siendo omnisciente, 

no puede prever el momento en el que se emitirá la resolución aludida. 

 

C) Finalmente se propone adicionar un último párrafo a este numeral para 

establecer que en los casos en que las autoridades fiscales rechacen la garantía 

ofrecida por los contribuyentes —y por consiguiente nieguen la suspensión del 

PAE—, y éstos impugnen este rechazo, las autoridades podrán continuar con el 

procedimiento de ejecución, pero no podrán ordenar la inmovilización de depósitos 

bancarios, otros depósitos o seguros, sino hasta que se resuelva sobre la 

legalidad del rechazo de la garantía ofrecida. 
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Lo anterior es en atención a que las autoridades fiscales suelen rechazar las 

garantías ofrecidas por los contribuyentes sin detenerse a examinar si éstas 

cumplen o no con los requisitos legales para su aceptación y, posteriormente de 

que notifican el rechazo de la misma, proceden a inmovilizar los depósitos 

bancarios, otros depósitos o seguros, haciendo referencia a la improcedencia de la 

garantía ofrecida, cuando en muchas ocasiones estas resoluciones no se 

encuentran ajustadas a derecho y lo único que buscan las autoridades fiscales con 

ello, es llevar a cabo la inmovilización prevista en el artículo 156-Bis del CFF, 

máxime que los contribuyentes suelen optar por impugnar esas determinaciones 

ante el TFJFA que conoce de las impugnaciones de los créditos fiscales que los 

contribuyentes buscan garantizar con las cauciones ofrecidas y rechazadas. 

 

I.5 Artículo 145: 

 

Otra propuesta de reforma tiene que ver con el embargo precautorio que prevé 

este numeral, mismo que puede ser trabado sobre los bienes o la negociación de 

los contribuyentes respecto de créditos fiscales que ya están determinados pero 

que todavía no son exigibles —por no haber transcurrido los plazos legales 

establecidos para tal efecto—. Vale la pena señalar que este embargo es distinto 

al que establece el artículo 145-A del CFF, pues el aseguramiento previsto en 

dicho precepto legal no siempre busca garantizar el interés fiscal vinculado a un 

adeudo tributario o a su cobro, pues el embargo precautorio tienen por objeto 

asegurar el cobro de una deuda tributaria sin ser exigible. 

 

Este precepto no es empleado con frecuencia por las autoridad fiscales, toda vez 

que el embargo en comento sólo puede ordenarse y ejecutarse en un lapso muy 

limitado (45 días hábiles); sin embargo, se ha optado por establecer un 

procedimiento —que actualmente no se prevé—, a fin de otorgarle a los 
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contribuyentes certeza jurídica, además de que, en caso de que se llegare a trabar 

un embargo precautorio sobre los bienes o depósitos de los contribuyentes, éste 

podrá convertirse en definitivo al momento de la exigibilidad del crédito fiscal, 

debiéndose aplicar el PAE con las consecuencias que todo ello genera. 

 

En este tipo de embargos, la Prodecon ha detectado que las autoridades fiscales 

incurren en una práctica indebida al ordenar —o, en algunas ocasiones, permitir— 

que se congelen montos adicionales a los que adeudan los contribuyentes, lo que 

puede llegar a abarcar todas sus cuentas bancarias —sea por falta de 

procedimientos preventivos o remediales—. Estas prácticas son nocivas, pueden 

provocar la parálisis de una empresa y atentan contra su estabilidad financiera, 

afectando sus posibilidades de pago a proveedores, a trabajadores y a las propias 

autoridades fiscales, sin importar el monto del crédito fiscal que se busca 

garantizar. 

 

Lo anterior es de suma relevancia, aunado al hecho de que, por sí mismo, resulta 

cuestionable un embargo trabado sobre créditos fiscales que todavía no son 

exigibles, estimándose que las autoridades fiscales que los ordenan deben tener 

la certeza de que los obligados evadirán el cumplimiento de sus obligaciones de 

pago, lo cual no acontece en todos los casos.  

 

Por lo anterior se propone que, si las autoridades fiscales optan por ordenar un 

embargo de este tipo, lleven a cabo el siguiente procedimiento: 

 

1. Que se compruebe fehacientemente que existe peligro inminente de que el 

contribuyente realizará cualquier maniobra tendiente a evadir el 

cumplimiento de su obligación (pago del crédito fiscal). En estos casos, se 

deberá levantar un acta circunstanciada en donde conste esta situación. 
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2. El oficio que ordene la medida deberá cumplir con los requisitos que 

establece el artículo 38 del CFF, debiendo señalar además: i) la conducta 

evasiva del contribuyente; ii) la forma en que la autoridad fiscal se percató o 

tuvo conocimiento de esta conducta; iii) el tiempo que durará la ejecución 

de la medida; iv) si el embargo se ordena sobre depósitos bancarios, otros 

depósitos o seguros8, sólo deberá hacerse sobre la cantidad que 

represente el crédito fiscal y, en su caso, sobre los accesorios que a la 

fecha se hayan generado.  

 

3. La orden de embargo debe notificarse personalmente; en caso de que ello 

no sea posible, la notificación deberá hacerse por estrados. 

 

4. Se establecen plazos para que las entidades financieras o sociedades 

cooperativas de ahorro y préstamo que hayan ejecutado el embargo 

precautorio informen a las autoridades fiscales el monto de las cantidades 

embargadas y, en caso de que éstas llegaren a ser mayores que el monto 

de los créditos fiscales adeudados, las autoridades deberán ordenar a las 

primeras que levanten el embargo sobre las cantidades excedentes. 

 

5.  También se establecen plazos para que se deje sin efectos el embargo 

precautorio cuando la causa que lo originó haya desaparecido, o bien, el 

contribuyente obtenga una medida cautelar en su contra, precisándose que, 

en todo caso, tal situación no debe exceder de 5 días hábiles. 

 

                                                           
8
 Son susceptibles de este tipo de embargo los siguientes bienes: a) depósitos bancarios, b) componentes de 

ahorro o inversión asociados a seguros de vida que no formen parte de la prima que haya de erogarse para el 
pago de dicho seguro, c) o cualquier otro depósito en moneda nacional o extranjera que se realicen en 
cualquier tipo de cuenta que tenga a su nombre el contribuyente en alguna de las entidades financieras o 
sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, d) así como los depósitos que tenga en su cuenta individual 
de ahorro para el retiro, incluidas las aportaciones voluntarias que se hayan realizado hasta el monto 
conforme a la ley de la materia. 
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Es muy importante precisar que este embargo —que se practica sobre créditos 

fiscales determinados y notificados, pero todavía no exigibles—, debe ordenarse 

únicamente sobre el monto de lo adeudado por el sujeto obligado, pues 

actualmente, cuando se ordena un embargo de este tipo, suele ser sobre todas las 

cuentas de los contribuyentes que tengan en una o varias entidades financieras, 

sin considerar además monto alguno. Esta propuesta va acompañada de un 

sistema de responsabilidades para las autoridades fiscales y de sanciones para 

las entidades financieras o sociedades cooperativas de ahorro y préstamo que 

también son materia de la presente propuesta y que se explicarán más adelante. 

 

I.6 Artículo 151: 

 

La modificación a este artículo consiste en limitar los abusos que se han dado en 

los embargos que se practican en el PAE; es decir, embargos que se practican 

para hacer efectivos los créditos fiscales que ya son exigibles. En estos casos, se 

ha apreciado una indebida práctica de las autoridades fiscales, relacionada con las 

cantidades que les embargan a los contribuyentes, pues en muchas ocasiones se 

traba dicha medida sobre todas sus cuentas bancarias sin considerar que el monto 

del crédito fiscal y sus accesorios es menor a las cantidades que se embargaron.  

 

Por lo tanto, se precisa en este numeral que el embargo sólo podrá ordenarse 

sobre la totalidad del crédito fiscal —junto con sus accesorios legales—, ya sea en 

una cuenta o en varias del contribuyente y que, una vez ejecutado el embargo, las 

entidades financieras o sociedades cooperativas de ahorro y préstamo deberán 

informarle a las autoridades fiscales el monto de las cantidades embargadas, y si 

éstas llegaren a ser mayores que el monto de los créditos fiscales adeudados 

junto con sus accesorios legales, las autoridades deberán ordenar a las primeras 

que levanten el embargo sobre las cantidades excedentes. 
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Finalmente, se establece en esta disposición que no se practicará embargo 

cuando los créditos fiscales que sean exigibles pero que hayan sido impugnados, 

se encuentren garantizados en términos del propio CFF. Lo anterior, en virtud de 

que ha sido una práctica común por parte de las autoridades fiscales que 

inmovilicen los depósitos bancarios de los contribuyentes, no obstante que los 

adeudos que éstos tienen ya se encuentren garantizados. 

 

I.7 Artículo 154: 

 

La adición que se propone a este numeral consiste en establecer que el oficio por 

medio del cual se amplíe el embargo deberá cumplir con los requisitos que para tal 

efecto establece el artículo 38 del propio CFF; es decir, los requisitos que debe 

contener todo acto administrativo que deba ser notificado. Lo anterior es así, toda 

vez que la ampliación del embargo se considera un acto de molestia que no deja 

de estar sujeto a los requisitos de legalidad que establece el primer párrafo del 

artículo 16 de la CPEUM, por lo que si la autoridad fiscal considera que debe 

proceder a ampliar un embargo que ya fue ejecutado, los requisitos que debe 

contener el oficio que ordene esta medida deben establecerse en la legislación. 

 

I.8 Artículo 155: 

 

La modificación a este artículo tiene por objeto eliminar el orden al que deben 

sujetarse los bienes materia de un embargo dentro del PAE, pues si bien es cierto 

que el contribuyente es el que tiene el derecho a señalar los bienes que van a ser 

embargados por las autoridades fiscales, también lo es que la actual disposición 

establece un orden que, invariablemente, empieza con los depósitos bancarios, 

otros depósitos o seguros, lo que en la práctica hace nugatorio el derecho de los 

contribuyentes a señalar los bienes que ellos elijan, todo lo cual provoca que la 
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autoridad, como consecuencia de ese embargo, proceda a inmovilizar los bienes 

antes señalados. En tal virtud, se estima necesario eliminar el orden al que deben 

sujetarse los bienes materia de embargo, a fin de darle la oportunidad real a los 

contribuyentes de que sean ellos los que puedan señalar los bienes que 

consideren pertinentes. 

 

Lo anterior se plantea en esos términos, pues en aquellos casos en que se ofrece 

el embargo para suspender el PAE, no se considera viable que se embarguen los 

depósitos bancarios, otros depósitos o seguros, pues dicho embargo tiene por 

objeto garantizar el o los créditos fiscales que, en su caso, se estén recurriendo, 

motivo por el cual se considera necesario eliminar de la legislación actual el orden 

al que debe sujetarse el embargo de bienes. 

 

Tal medida no afecta las posibilidades de cobro de los créditos fiscales 

adeudados, si se toma en cuenta que, tal y como lo resolvió la Segunda Sala de la 

SCJN, cuando los créditos fiscales queden firmes, la autoridad fiscal tiene a su 

disposición un procedimiento sumarísimo y alterno de cobro9, a través del cual 

puede inmovilizar los recursos depositados en las cuentas del contribuyente y 

ordenar su transferencia a las cuentas de la TESOFE.  

 

En este contexto, teniendo a su alcance un medio tan eficiente de cobro, avalado 

ya por la SCJN, esta Procuraduría estima innecesario sujetar el embargo al orden 

que actualmente prevé el CFF. 

 

                                                           
9
 Tesis número 2a./J. 20/2011, correspondiente a la décima época, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, libro III, diciembre de 2011, tomo 4, página 3064, cuyo rubro establece lo siguiente: 
“PROCEDIMIENTO DE INMOVILIZACIÓN DERIVADO DE CRÉDITOS FISCALES FIRMES. SE RIGE 
EXCLUSIVAMENTE POR LAS REGLAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 156-BIS Y 156-TER DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2010)”. 
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Asimismo, debe tomarse en consideración que la fracción IX del artículo 2º de la 

Ley Federal de los Derechos del Contribuyente (LFDC) establece como un 

derecho del contribuyente que las actuaciones de las autoridades fiscales se 

lleven a cabo en la forma en que les resulte menos onerosa, razón por la cual la 

propuesta de eliminar el orden al que deben sujetarse los bienes a embargar, 

permitirá que sean los contribuyentes los que elijan libremente los bienes que 

sean susceptibles de embargo, entre los que le representen el menor costo para el 

desarrollo de sus actividades.  

 

Finalmente, se propone establecer en este precepto legal que las autoridades 

fiscales no podrán practicar un embargo por un monto mayor al del crédito fiscal 

de que se trate, junto con sus accesorios legales, con lo cual se busca eliminar el 

abuso, por parte de las autoridades fiscales, de embargar todas las cuentas de los 

contribuyentes no obstante que con el embargo de una o algunas de ellas, se 

cubra la totalidad del crédito fiscal adeudado, incluyendo los accesorios que se 

hayan generado. 

 

I.9 Artículo 156-Bis: 

 

La modificación que se propone a este numeral se considera de vital importancia, 

toda vez que nos encontramos frente al precepto legal que permite inmovilizar los 

depósitos bancarios, otros depósitos o seguros de los contribuyentes, lo cual es 

una práctica muy común que a últimas fechas las autoridades fiscales utilizan 

constantemente y que genera que los contribuyentes, sean personas físicas o 

morales, no puedan continuar desarrollando sus actividades habituales por virtud 

de estas inmovilizaciones de cuentas que, en muchos de los casos, resultan 

innecesarias, pero que se han constituido como medidas de presión y represión 

que las autoridades fiscales usan para que los contribuyentes paguen sus 
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adeudos, o bien, para que constituyan la garantía del interés fiscal en los términos 

en que precisamente lo indique la autoridad fiscal.  

 

Por lo tanto, y dado que el precepto a modificar es confuso en su redacción y 

alcance, se propone establecer, expresamente y por separado, los dos motivos 

por los cuales las autoridades fiscales pueden proceder a la inmovilización de 

depósitos bancarios, otros depósitos o seguros de los contribuyentes, que a saber 

son los siguientes:  

 

1. Como consecuencia del embargo que se practica dentro del PAE en 

términos de la fracción I del artículo 155 del CFF, respecto a créditos 

fiscales exigibles pero no firmes10, y; 

 

2. Respecto a créditos fiscales que se encuentren firmes11. 

 

Con esta distinción se busca establecer de manera expresa y clara, cuándo 

procede la inmovilización de depósitos bancarios, otros depósitos o seguros de los 

contribuyentes. Así, en el caso identificado con el número 1, para que las 

autoridades fiscales procedan a la inmovilización, se debe requerir de pago al 

contribuyente en primer término, lo cual debe hacerse a través de la notificación 

del mandamiento de ejecución que emita la autoridad ejecutora, con lo cual se 

busca eliminar la mala práctica de que puedan inmovilizarse los depósitos 

bancarios, otros depósitos o seguros de los contribuyentes, sin que de manera 

previa se les requiera de pago.  

                                                           
10

 Un crédito fiscal es exigible una vez que ha transcurrido el plazo –por regla general es de 45 días hábiles 
según el artículo 65 del CFF– para realizar su pago de manera voluntaria, o bien para garantizarlo en caso de 
que vaya a ser impugnado y se presente en su contra un medio de defensa. 
 
11

 Un crédito fiscal se encuentra firme cuando no se promovió en su contra ningún medio de defensa o bien, 
habiéndose presentado medio de impugnación, la resolución le es desfavorable al contribuyente que lo 
presentó. 
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En el caso señalado con el número 2, se confirma que procede la inmovilización 

cuando se está en presencia de créditos fiscales que estén firmes, pues su único 

fin será la no disposición por parte de los contribuyentes de los recursos que 

tengan en sus cuentas para que, una vez que se haya agotado el procedimiento 

que también se propone, se trasfieran a la TESOFE las cantidades que sean 

necesarias para cubrir el monto de los adeudos fiscales de que se trate, situación 

que es acorde con lo establecido por la Segunda Sala de la SCJN12 que confirmó 

la constitucionalidad de este procedimiento. 

 

En efecto, resulta de la mayor trascendencia normar con claridad ambos 

supuestos, a fin de evitar discrecionalidad y conminar a la autoridad a ceñirse al 

procedimiento de ejecución, siempre que no ejecute créditos fiscales firmes, 

eliminando así el margen de arbitrariedad de las autoridades fiscales federales, tal 

y como lo establece la resolución de fecha 19 de octubre de 2011, 

correspondiente a la contradicción de tesis 358/2011. 

 

Por otro lado, se propone que la inmovilización se haga sólo por el monto del 

crédito fiscal de que se trate, más sus accesorios legales, replicándose en este 

precepto el procedimiento que se señala en la propuesta al artículo 145 del CFF, 

en el sentido de que si se llega a inmovilizar una cantidad mayor a la del crédito 

fiscal (junto con sus accesorios), sea en una cuenta o varias, las autoridades 

fiscales deberán desinmovilizar las cantidades excedentes tras el comunicado que 

en ese sentido reciban de las entidades financieras o de las sociedades 

cooperativas de ahorro y préstamo, para lo cual se establecen plazos con toda 

claridad.  

                                                           
12

 Tesis número 2a./J. 20/2011, correspondiente a la décima época, visible en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, libro III, diciembre de 2011, tomo 4, página 3064, cuyo rubro establece lo siguiente: 
“PROCEDIMIENTO DE INMOVILIZACIÓN DERIVADO DE CRÉDITOS FISCALES FIRMES. SE RIGE 
EXCLUSIVAMENTE POR LAS REGLAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 156-BIS Y 156-TER DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2010)”. 
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Asimismo, se ha detectado que una omisión en que incurren las autoridades 

fiscales es que, una vez que llevan a cabo la inmovilización de los depósitos 

bancarios, otros depósitos o seguros de los contribuyentes, no les informan a 

éstos dicha situación, o bien, lo hacen por medio de una notificación por estrados, 

lo que trae como consecuencia que los contribuyentes sólo se den cuenta de ello 

cuando intentan disponer de sus recursos y ya no lo pueden hacer. Por lo tanto, 

para acabar con estas prácticas indebidas, se propone que la notificación de la 

inmovilización se haga a los contribuyentes de manera personal —una vez que 

haya sido ejecutada dicha medida— y que, además, se le informe al contribuyente 

que cuenta con un plazo de diez días para oponerse a la misma, ya sea porque: i) 

el crédito fiscal que es exigible pero no está firme ya se garantizó por cualquier 

otro medio; o ii) el monto del crédito fiscal que ya está firme es menor a las 

cantidades que se inmovilizaron. Una ventaja de este procedimiento abreviado es 

que se establece disposición expresa de que no se podrán transferir a la TESOFE 

cantidades de las cuentas de los contribuyentes sin que se haya agotado de 

manera previa este procedimiento. 

 

Por otro lado, y en atención a que la inmovilización puede darse respecto de 

créditos fiscales exigibles pero no firmes, y dado que el precepto legal materia de 

esta propuesta permite sustituir la garantía ofrecida para que se levante la 

inmovilización que se haya ejecutado, se propone reducir de diez a cinco días el 

plazo para que las autoridades fiscales se pronuncien sobre la sustitución —ya 

sea sobre su admisión o rechazo— que les es solicitada por los contribuyentes 

que buscan tener acceso a sus cuentas, y también se propone reducir de quince a 

cinco días el plazo en que las autoridades fiscales tendrán que comunicar el 

sentido de la petición a las entidades financieras o sociedades cooperativas de 

ahorro y préstamo que corresponda. Lo anterior, pues los plazos que actualmente 

están vigentes se consideran excesivos si se toma en consideración que las 
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cuentas bancarias o de otro tipo de los contribuyentes están inmovilizadas y que, 

no obstante que éstos han realizado las gestiones necesarias para sustituir la 

garantía, las autoridades fiscales se tardan en resolver sobre este tipo de 

peticiones y en comunicárselo a las entidades financieras o sociedades 

cooperativas de ahorro y préstamo que hayan ejecutado la inmovilización, lo cual 

origina, invariablemente, que las empresas no puedan pagar nóminas, 

proveedores y los gastos habituales de la negociación o incluso sus 

contribuciones.  

 

I.10 Artículo 156-Ter: 

 

Finalmente, dentro del procedimiento de transferencia de fondos a la TESOFE que 

se prevé en este numeral, se propone lo siguiente: 

 

Por una parte, se plantea que las autoridades fiscales deben notificar de manera 

personal a los contribuyentes la transferencia de recursos de las cuentas que 

estaban inmovilizadas al día siguiente a aquél en que se haya hecho de su 

conocimiento. Lo anterior se propone en estos términos, toda vez que el precepto 

legal que está en vigor no señala expresamente que se debe notificar a los 

contribuyentes esta situación, lo cual se estima de suma importancia, pues puede 

darse el caso de que se transfieran cantidades mayores en relación con los 

adeudos fiscales que presenten los contribuyentes.  

 

Por otra parte, la segunda modificación a este numeral estriba en que si los 

contribuyentes estiman que se transfirió una cantidad mayor —derivado de la 

notificación que se les ha practicado—, podrán solicitar la devolución dentro de los 

diez días siguientes en términos del artículo 22 del CFF, para lo cual deben 

acompañar todas las pruebas que consideren pertinentes (y no sólo documentales 
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como actualmente prevé el numeral), precisándose además que, si a juicio de las 

autoridades fiscales no son suficientes las pruebas, lo deben hacer del 

conocimiento de los contribuyentes en un plazo de veinte días —que ya se prevé 

para la devolución cuando sí proceda la solicitud— y, en caso de negativa, ésta 

podrá ser impugnada, no sólo a través del recurso de revocación, sino que podrá 

hacerse mediante juicio contencioso administrativo. 

 

Estas propuestas de modificación tienen por objeto, junto con las planteadas al 

artículo 156-Bis, otorgarles certeza jurídica a los contribuyentes en relación con los 

actos de las autoridades fiscales que son susceptibles de afectación de su esfera 

jurídica y económica, toda vez que éstas pueden disponer de los recursos de sus 

cuentas —bancarias y de otro tipo— si estiman que existen adeudos fiscales y que 

éstos ya estén firmes, situación que —como se ha dicho con antelación— la 

Segunda Sala de la SCJN ha convalidado.  

 

I.11 Artículo 157: 

 

La propuesta de adición de una fracción a este numeral consiste en establecer de 

manera expresa que los depósitos que una persona tenga en su cuenta individual 

de ahorro para el retiro, incluidas las aportaciones voluntarias, no serán 

embargables por las autoridades fiscales sino hasta el monto máximo permitido en 

la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro13. 

                                                           
13

 “Artículo 79.- Con el propósito de incrementar el monto de la pensión, e incentivar el ahorro interno de 

largo plazo, se fomentarán las aportaciones voluntarias y complementarias de retiro que puedan realizar los 
trabajadores o los patrones a las subcuentas correspondientes. 
A tal efecto, los trabajadores o los patrones, adicionalmente a las obligaciones derivadas de contratos 
colectivos de trabajo o en cumplimiento de éstas podrán realizar depósitos a las subcuentas de aportaciones 
voluntarias o complementarias de retiro en cualquier tiempo. Estos recursos deberán ser invertidos en 
sociedades de inversión que opere la administradora elegida por el trabajador. 
Los recursos depositados en la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez de los 
trabajadores afiliados serán inembargables. 
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Lo anterior se propone en esos términos, pues si bien es cierto que la ley antes 

mencionada protege los ahorros que una persona tenga en su subcuenta de retiro, 

cesantía en edad avanzada y vejez, así como las aportaciones voluntarias que 

haga hasta por el límite señalado en su artículo 79, estableciendo para tal efecto 

que son inembargables, también lo es que las reformas al CFF publicadas en el 

DOF el 7 de diciembre del 2009, no establecieron con claridad dicha exclusión 

para efectos fiscales, por lo cual se estima de suma importancia hacer mención de 

los ahorros de los contribuyentes bajo este sistema de seguridad social, con las 

limitaciones que la propia ley de la materia establece, específicamente en este 

precepto legal, mismo que precisa los bienes que quedan exceptuados del 

embargo.  

 

I.12 Artículo 84-A: 

 

A este precepto legal se añaden tres fracciones, a fin de establecer hipótesis de 

sanciones en que las entidades financieras y las sociedades cooperativas de 

ahorro y préstamo pueden incurrir, relacionadas con los embargos —tanto 

precautorios, como los que se llevan a cabo dentro del PAE— de depósitos 

bancarios, otros depósitos o seguros, o con la inmovilización de los mismos. 

 

En efecto, la legislación actual sólo prevé multa (sanción económica) para los 

entes antes señalados cuando no lleven a cabo la inmovilización a que se refiere 

el artículo 156-Bis del CFF —a petición de las autoridades fiscales—, además del 

supuesto de infracción por no informar cuando ya hayan llevado a cabo la 

                                                                                                                                                                                 
Los recursos depositados en la subcuenta destinada a la pensión de los trabajadores a que se refiere 
el artículo 74 ter de esta ley y en las subcuentas de aportaciones voluntarias y complementarias de 
retiro, serán inembargables hasta por un monto equivalente a veinte veces el salario mínimo general 
diario vigente en el Distrito Federal elevado al año por cada subcuenta, por el importe excedente a esta 
cantidad se podrá trabar embargo”. 

(Énfasis añadido) 
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inmovilización; sin embargo, no se establece ninguna hipótesis de infracción 

cuando embarguen o inmovilicen cantidades mayores a las ordenadas, o bien, 

cuando no dejen sin efectos los actos que hayan ejecutado por instrucciones de 

las autoridades fiscales cuando así resulte procedente, razón por la cual se 

proponen tres supuestos de infracción que, de actualizarse, acarrearía la 

imposición de una multa. A juicio de esta Procuraduría, resulta de suma 

importancia que dichos entes (entidades financieras y sociedades cooperativas de 

ahorro y préstamo) no sólo coadyuven para la debida ejecución de las ordenes 

giradas por las autoridades fiscales en perjuicio de los contribuyentes, sino que 

también deben hacerlo cuando se trate de proteger el patrimonio y la estabilidad 

económica y legal de los causantes. 

 

I.13 Artículo 84-B: 

 

Finalmente, para establecer el monto de las sanciones económicas para las 

entidades financieras o sociedades cooperativas de ahorro y préstamo que 

actualicen los supuestos de infracción propuestos al artículo 84-A del propio CFF, 

se hace la correlación entre dichos supuestos de infracción y las multas que les 

corresponden y que prevé este numeral. 

 

I.14 Artículo 146: 

 

Otro tema que se considera necesario modificar es el de la prescripción de las 

facultades de las autoridades tributarias para cobrar créditos fiscales. En el 

derecho positivo mexicano, la figura de la prescripción se encuentra contenida en 

diversas disposiciones, como acontece con el Código Civil Federal, que en su 

artículo 1135 la define como el medio de adquirir bienes o de librarse de 
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obligaciones mediante el transcurso de cierto tiempo y bajo las condiciones 

establecidas por la ley. 

  

En materia fiscal, la prescripción extingue la obligación de dar, a cargo del 

contribuyente, derivado del transcurso del plazo que establece el propio CFF. Esto 

es, la prescripción libera al deudor de su obligación fiscal. 

 

Así las cosas, el artículo 146 de dicho Código establece la figura de la prescripción 

de los créditos fiscales y señala que el plazo para que se actualice dicha figura es 

de cinco años, el cual inicia a computarse desde la fecha en que el pago puede 

ser legalmente exigible.  

 

Ahora bien, el mismo precepto legal establece que la prescripción está sujeta a 

interrupción y suspensión. Las consecuencias de éstas son distintas, ya que, al 

actualizarse la interrupción, tal circunstancia tiene como efecto el de anular todo el 

tiempo que transcurrió desde que el pago pudo ser legalmente exigible y hasta 

que la autoridad efectúa un acto tendiente a hacer efectivo el crédito fiscal; por su 

parte, la suspensión detiene el cómputo del término que ha transcurrido y, una vez 

que desaparece la causa de la suspensión, el cómputo se reanuda. 

 

En ese orden de ideas, dado que el propio precepto legal establece que la 

prescripción puede interrumpirse con cada gestión de cobro que el fisco notifique 

al deudor o que éste reconozca, tal circunstancia provoca que en la práctica 

puedan pasar mucho más de cinco años y que las autoridades puedan continuar 

ejerciendo sus facultades económico-coactivas. 

 

Dicha situación vulnera la seguridad jurídica de los contribuyentes al generar 

incertidumbre, en tanto que el plazo original de cinco años a que hace referencia 
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el artículo 146, puede extenderse durante mucho tiempo, ello derivado de la 

interrupción que se da con cada gestión de cobro que realice el fisco. Lo anterior 

puede provocar —y, de hecho, ha provocado— que la autoridad no sea eficaz en 

el desarrollo del PAE, con la consiguiente afectación a los derechos de los 

contribuyentes, que tienen que soportar diversos y reiterados actos que nunca 

terminan de hacer efectivo el crédito fiscal.  

 

Tal situación debe evitarse brindándoles a los contribuyentes la seguridad jurídica 

de que si las autoridades fiscales no ejecutaron el cobro de un crédito fiscal en un 

plazo determinado, ya no podrán hacerlo; es decir, debe evitarse que puedan 

prolongar por tiempo indefinido el PAE, con la consecuencia de que nunca se 

configure la prescripción. 

 

En ese contexto, se propone que el plazo para que se configure la prescripción no 

pueda exceder de diez años, contados a partir de que el crédito fiscal sea exigible, 

o de que cesó la causal que lo hubiere suspendido, debiéndose señalar que la 

desaparición de los contribuyentes de sus domicilios fiscales será causa de 

suspensión y no de interrupción. Debe precisarse que el plazo de cinco años para 

que opere dicha institución subsiste como está actualmente, limitándose la 

propuesta a establecer un plazo máximo para que opere la prescripción.  

 

Esto es, una vez que el crédito fiscal ha sido determinado, notificado y 

transcurridos los plazos para su pago o impugnación, las autoridades fiscales 

contarán con un plazo máximo de diez años para ejecutar su cobro; en caso de no 

hacerlo, prescribirán sus facultades en esta materia.  
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Se propone el término máximo de diez años atendiendo a la regla general que 

establece el Código Civil Federal a través de su artículo 1159, referente al plazo 

con el que cuenta el acreedor para exigir el cumplimiento de una obligación. 

 

Finalmente, se precisa en el numeral materia de esta modificación que la 

prescripción puede oponerse como excepción, no sólo en los recursos 

administrativos, sino también en el juicio contencioso administrativo. 

 

II. Ley del Servicio de Administración Tributaria, Ley del Seguro Social y Ley 

del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores.  

 

Las modificaciones propuestas al CFF van acompañadas de una serie de 

adiciones a tres leyes federales que regulan el actuar de las autoridades fiscales; 

estas adiciones van encaminadas a fortalecer el sistema de responsabilidad 

patrimonial del Estado en materia fiscal.  

 

En efecto, se ha pensado que, de no proponer supuestos de responsabilidad 

específicos, las autoridades fiscales que emiten y ejecutan actos ilegales e 

irregulares, seguirán siendo administrativamente irresponsables, toda vez que los 

contribuyentes afectados no contarán con los elementos necesarios para 

solicitarles la reparación del daño —por concepto de daños o perjuicios—, sobre 

todo en el caso del SAT, que tiene una regulación especial que prevalece sobre la 

Ley federal que regula esta materia.  

 

Es importante recordar que la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del 

Estado (LFRPE) nace a la vida jurídica para reglamentar la reforma al artículo 113 

de la CPEUM; dicho ordenamiento legal fue publicado en el DOF el día 31 de 

diciembre del 2004 y entró en vigor al día siguiente de su publicación; sin 
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embargo, por lo que respecta al SAT, el día 12 de junio de 2003 fue publicada la 

adición del artículo 34 a su Ley, para establecer el régimen de responsabilidad 

patrimonial de las autoridades de dicho órgano desconcentrado, lo cual origina 

que este régimen de responsabilidad, por lo menos para el SAT, debe 

instrumentarse bajo las dos legislaciones. En el caso del IMSS y del INFONAVIT 

no existe disposición expresa sobre el particular en las leyes que regulan sus 

actuaciones, debiéndose entonces sujetar a las disposiciones de la LFRPE.  

 

Por lo tanto, para establecer causas que pueden originar responsabilidades 

patrimoniales para dichas autoridades —IMSS, SAT e INFONAVIT— se estima 

oportuno añadir un artículo a cada una de las leyes sustantivas que rigen el actuar 

de tales autoridades para establecer, expresamente, supuestos de 

responsabilidad patrimonial por indebidas e irregulares actuaciones en que 

pueden llegar a incurrir aquellas. Lo anterior, con apoyo en el artículo 9º de la 

LFRPE, que establece que las disposiciones de ese ordenamiento legal serán 

supletorias a las leyes administrativas que contengan un régimen especial de 

responsabilidad patrimonial del Estado.  

 

Así las cosas, se propone la adición de los artículos 34-Bis, 303-B y 71 a la Ley 

del Servicio de Administración Tributaria (LSAT), a la LSS, y a la LINFONAVIT, 

respectivamente, para establecer como causas de responsabilidad patrimonial 

relacionadas con la materia de la presente propuesta de modificación legislativa, 

las siguientes: 

 

 Que el embargo precautorio o el embargo e inmovilización de cuentas 

(dentro del PAE), hayan sido emitidos o trabados en contravención a las 

disposiciones legales aplicables y sea declarado así por autoridad 

competente; 
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 Que no se deje sin efectos el embargo precautorio —por haber 

desaparecido la causa que lo originó o por haber obtenido el contribuyente 

una orden de suspensión— en los términos que señala el CFF;  

 

 Que no se ordene la liberación de las cuentas a las entidades financieras o 

sociedades cooperativas de ahorro y préstamo en los plazos previstos en el 

CFF;  

 

 Que se haya ordenado un embargo precautorio o un embargo e 

inmovilización de cuentas (dentro del PAE) por una cantidad mayor a la del 

crédito fiscal actualizado, junto con sus accesorios legales. 

 

 Que se viole un acuerdo de suspensión emitido por autoridad competente, 

y; 

 

 Que se transfieran al fisco federal los recursos embargados e inmovilizados 

sin cumplir el procedimiento previsto en el CFF.  

 

Con las anteriores adiciones se busca generar consciencia y una cultura de la 

legalidad en las autoridades fiscales y parafiscales cuando emitan actos que, 

invariablemente, generen violaciones a los derechos de los contribuyentes 

(incluidos los patrones en el caso de las aportaciones de seguridad social), para 

que hagan una valoración jurídica de si realmente los contribuyentes tienen la 

obligación jurídica de soportarlos y si, a sabiendas de que son actos que no son 

procedentes los llegan a emitir y notificar, entonces los afectados podrán acudir 

ante las instancias correspondientes a solicitar que se les indemnice por esas 

actuaciones ilegales e irregulares. 
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III. Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

 

III.1 Artículo 58: 

 

Por otro lado, se propone adicionar un párrafo al artículo 58 de este ordenamiento 

legal para establecer que el recurso de queja podrá presentarse cuando exista 

violación a la suspensión (provisional o definitiva) mientras que la sentencia que 

se haya dictado en el juicio principal no haya quedado firme en términos de esa 

legislación14. Lo anterior se propone así, toda vez que puede darse el caso de que 

si la sentencia que se emite en el juicio principal es recurrida por una o ambas 

partes —actor y/o autoridades demandadas—, y si el auto o la sentencia que le 

concedió al actor la suspensión de la ejecución del acto impugnado es violada por 

las autoridades fiscales, podría entonces darse el caso —dado que este precepto 

legal nada establece al respecto— de que ya no se admita a trámite por parte del 

TFJFA dicho recurso de queja, por ya estar conociendo del asunto el tribunal de 

alzada, lo cual deja a los actores (contribuyentes) en estado de indefensión, razón 

por la cual se estima que no está de más aclarar este supuesto en beneficio de los 

contribuyentes que tienen que acudir ante el TFJFA a defender sus derechos en 

contra de actos que estiman son ilegales. 

 

 

 

 

                                                           
14

 “Artículo 53. La sentencia definitiva queda firme cuando: 
I. No admita en su contra recurso o juicio. 
II. Admitiendo recurso o juicio, no fuere impugnada, o cuando, habiéndolo sido, el recurso o juicio de que se 

trate haya sido desechado o sobreseído o hubiere resultado infundado, y 
III. Sea consentida expresamente por las partes o sus representantes legítimos. 

…” 
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III.2 Artículo 58-2: 

 

El artículo 58-215 de la LFPCA regula el juicio contencioso administrativo en la vía 

sumaria; entre otras cuestiones, otorga a los justiciables un plazo de 15 días 

siguientes a aquél en que surta efectos la notificación de la resolución que 

pretendan impugnar, para presentar su demanda de nulidad.  

 

Esta Procuraduría ha venido sosteniendo que, si bien es cierto que el objetivo del 

juicio en la vía sumaria es que se garantice a los gobernados el acceso a una 

justicia pronta y expedita, también lo es que el hecho de que se haya establecido 

como obligatoria su vía, restringe el acceso de los contribuyentes al sistema de 

justicia efectiva y se afectan sus derechos fundamentales, ya que se les obliga a 

tener un conocimiento profundo del derecho procesal fiscal para poder determinar 

                                                           
15

 “Artículo 58-2. Cuando se impugnen resoluciones definitivas cuyo importe no exceda de cinco veces el 

salario mínimo general vigente en el Distrito Federal elevado al año al momento de su emisión, procederá el 
Juicio en la vía Sumaria siempre que se trate de alguna de las resoluciones definitivas siguientes: 

I.  Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales autónomos, por las que se fije 

en cantidad líquida un crédito fiscal; 
II.  Las que únicamente impongan multas o sanciones, pecuniaria o restitutoria, por infracción a las 

normas administrativas federales; 
III.  Las que exijan el pago de créditos fiscales, cuando el monto de los exigibles no exceda el importe 

citado; 
IV.  Las que requieran el pago de una póliza de fianza o de una garantía que hubiere sido otorgada a 

favor de la Federación, de organismos fiscales autónomos o de otras entidades paraestatales de 
aquélla, ó 

V.  Las recaídas a un recurso administrativo, cuando la recurrida sea alguna de las consideradas en los 

incisos anteriores y el importe de esta última, no exceda el antes señalado. 
También procederá el Juicio en la vía Sumaria cuando se impugnen resoluciones definitivas que se dicten en 
violación a una tesis de jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en materia de 
inconstitucionalidad de Leyes, o a una jurisprudencia del Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa. 
Para determinar la cuantía en los casos de los incisos I), III) y V), sólo se considerará el crédito principal sin 
accesorios ni actualizaciones. Cuando en un mismo acto se contenga más de una resolución de las 
mencionadas anteriormente no se acumulará el monto de cada una de ellas para efectos de determinar la 
procedencia de esta vía. 
La demanda deberá presentarse dentro de los quince días siguientes a aquél en que surta efectos la 
notificación de la resolución impugnada, de conformidad con las disposiciones de esta Ley ante la Sala 
Regional competente.” 
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la procedencia de la vía, en tanto que, en el mismo momento en que son 

notificados de la resolución que les causa agravio, deben identificar si se ubican 

en alguno de los supuestos jurídicos que hacen procedente el juicio en vía 

sumaria o no; de lo contario, se corre el riesgo de que no puedan preparar un 

adecuada defensa para demostrar la ilegalidad de las resoluciones impugnadas 

y/o presentar oportunamente su demanda. 

 

Es de destacarse que, en el mismo sentido, la Segunda Sala de la SCJN, ha 

venido concediendo diversos amparos —entre ellos el resuelto con fecha 7 de 

noviembre de 2012, en autos del amparo directo en revisión número 2409/2012, 

patrocinado por esta Procuraduría de la Defensa del Contribuyente—, al 

considerar que las demandas presentadas fuera del plazo de 15 días deben ser 

admitidas y tramitadas en vía ordinaria, siempre y cuando el escrito de demanda 

sea presentado dentro del plazo de 45 días previsto en el artículo 13, fracción I, de 

la LFPCA, señalando que no existe disposición expresa que establezca 

consecuencias jurídicas para el caso de que se promueva juicio en la vía sumaria 

y se presente fuera del plazo de los 15 días que establece dicho precepto legal. 

 

Asimismo, la Segunda Sala señaló que las iniciativas que dieron origen al artículo 

58-2 de la LFPCA señalaban que la tramitación de la vía para la resolución de los 

asuntos era optativa para el actor, por lo que no existe motivo o fundamento 

jurídico para que la demanda presentada en vía sumaria sea desechada por 

extemporánea. Además de que, en el procedimiento de creación de dicho 

precepto legal, el legislador en ningún momento tuvo la intención de sancionar al 

actor ni tampoco obligarlo a realizar funciones valorativas que únicamente 

corresponden a la autoridad jurisdiccional; contrario a ello, el motivo de la 

implementación del juicio en vía sumaria se centra en una mejor impartición de 

justicia. 
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Es por ello, que se considera que en aquellos asuntos que por mandato de ley 

deben ser tramitados en la vía sumaria, cuando el justiciable presente su demanda 

de nulidad fuera de los 15 días pero dentro del plazo de 45 días que establece el 

artículo 13 de la misma Ley, no debe desecharse o sobreseerse, sino que deberá 

tramitarse por la vía ordinaria. 

 

Por las consideraciones antes expuestas y en ejercicio de las atribuciones legales 

con que cuenta esta Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, propongo 

respetuosamente a esa Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara de 

Diputados del H. Congreso de la Unión la siguiente propuesta de modificación 

legislativa a los siguientes ordenamientos legales:  

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

 
Artículo 40. … 
 
I. a II. …  
 
III. Se deroga.  
 
Se deroga.  
 
IV. … 
… 
… 
… 
 
 
Artículo 84-A. Son infracciones en las que pueden incurrir las 
entidades financieras o sociedades cooperativas de ahorro y 
préstamo en relación a las obligaciones a que se refieren los 
artículos 32-B, 32-E, 145, 151 y 156-Bis de este Código, las 
siguientes:  
 
I. a VIII. … 
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VIII Bis. No liberar los depósitos bancarios, otros depósitos 
o seguros del contribuyente en los plazos a que se refieren 
los artículos 145, 151 y 156-Bis de este Código. 
 
VIII Ter. Ejecutar embargo sobre los depósitos bancarios, 
otros depósitos o seguros del contribuyente por una 
cantidad mayor a la ordenada por la autoridad fiscal. 
 
VIII Quater. Negar la información al contribuyente acerca 
de la autoridad fiscal que ordenó el embargo precautorio. 
 
IX. a X. … 
 

 
Artículo 84-B. … 

 
I. a VII. … 
 
VIII. De $225,000.00 a $250,000.00, a las establecidas en las 
fracciones VIII, VIII Bis, y VIII Ter.  
 
IX. De $225,000.00 a $250,000.00, a las establecidas en las 
fracciones VIII Quater y IX. 
 
X. … 
 

 

 

Artículo 139. Las notificaciones por estrados se harán fijando 
durante quince días el documento que se pretenda notificar en 
un sitio abierto al público de las oficinas de la autoridad que 
efectúe la notificación y publicando además el documento 
citado, durante el mismo plazo, en la página electrónica que al 
efecto establezcan las autoridades fiscales; dicho plazo se 
contará a partir del día siguiente a aquél en que el documento 
fue fijado y publicado; la autoridad dejará constancia de ello en 
el expediente respectivo. En estos casos, se tendrá como fecha 
de notificación la del décimo sexto día contado a partir del día 
siguiente a aquél en el que se hubiera fijado y publicado el 
documento. 
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Artículo 141. Los contribuyentes podrán garantizar el interés 
fiscal cuando se actualice algunos de los supuestos 
previstos en los artículos 74 y 142 de este Código, en 
alguna de las formas siguientes: 
 
I. a VI. …  
… 
 
El Reglamento de este Código establecerá los requisitos que 
deberán reunir las garantías. La Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público vigilará que sean suficientes tanto en el 
momento de su aceptación como con posterioridad y, si no lo 
fueren, exigirá su ampliación o procederá al secuestro o 
embargo de otros bienes, siempre y cuando el contribuyente 
no amplíe la garantía de que se trate, a través de los 
medios previstos por este Código.  
 
En ningún caso las autoridades fiscales podrán dispensar el 
otorgamiento de la garantía, pero sí podrán disminuirla si 
constatan que el contribuyente no cuenta con mayores 
recursos. 
 
La garantía deberá constituirse dentro de los cuarenta y cinco 
días siguientes al en que surta efectos la notificación efectuada 
por la autoridad fiscal correspondiente de la resolución sobre la 
cual se deba garantizar el interés fiscal, salvo en los casos en 
que se indique un plazo diferente en otros preceptos de este 
Código. 
 
… 
 
En los casos en que de acuerdo con la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo se solicite ante el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa la 
suspensión contra actos relativos a determinación, liquidación, 
ejecución o cobro de contribuciones, créditos de naturaleza 
fiscal o aprovechamientos, el interés fiscal se deberá asegurar 
ante la autoridad exactora por cualquiera de los medios 
que el presente Código prevé, o bien ante la Sala del citado 
órgano jurisdiccional que esté conociendo de la 
impugnación del crédito fiscal o de los créditos fiscales de 
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que se trate.  
 
Para los efectos del párrafo anterior, el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa no exigirá la garantía del 
interés fiscal cuando se trate del cobro de sumas que, a juicio 
del Magistrado o Sala que deba conocer de la suspensión, 
excedan la posibilidad del solicitante de la misma, cuando 
previamente se haya constituido garantía ante la autoridad 
exactora, o cuando se trate de personas distintas de los 
causantes obligados directamente al pago; en este último caso, 
se asegurará el interés fiscal en los términos indicados en los 
primeros dos párrafos de este artículo. 
 
 
Artículo 144. No se ejecutarán los actos administrativos 
cuando se garantice el interés fiscal, satisfaciendo los 
requisitos legales. Tampoco se ejecutará el acto que determine 
un crédito fiscal hasta que venza el plazo de cuarenta y cinco 
días siguientes a la fecha en que surta efectos su notificación, 
incluidas las determinaciones de cuotas obrero-patronales o 
de capitales constitutivos al seguro social y los créditos 
fiscales determinados por el Instituto del Fondo Nacional 
de la Vivienda para los Trabajadores. Si a más tardar al 
vencimiento de los citados plazos se acredita la impugnación 
que se hubiere intentado y se garantiza el interés fiscal 
satisfaciendo los requisitos legales, se suspenderá el 
procedimiento administrativo de ejecución.  
 
Cuando el contribuyente hubiere interpuesto en tiempo y forma 
el recurso de revocación, los recursos de inconformidad 
previstos en los artículos 294 de la Ley del Seguro Social y 
52 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores o, en su caso, el procedimiento de 
resolución de controversias previsto en un tratado para 
evitar la doble tributación de los que México es parte, no 
estará obligado a exhibir la garantía correspondiente sino, 
en su caso, hasta que sea resuelto cualquiera de los 
medios de defensa señalados en el presente artículo. 
 
Para efectos del párrafo anterior, el contribuyente contará 
con un plazo de 45 días hábiles siguientes a aquél en que 
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haya surtido efectos la notificación de la resolución que 
recaiga al recurso de revocación, a los recursos de 
inconformidad o al procedimiento de resolución de 
controversias previsto en alguno de los tratados para 
evitar la doble tributación de los que México sea parte, 
para pagar ó garantizar los créditos fiscales en términos de 
lo dispuesto por este Código.  
 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
 
La autoridad fiscal podrá continuar con el procedimiento 
administrativo de ejecución si rechaza la garantía ofrecida 
por el contribuyente y niega la suspensión del acto 
impugnado. Sin embargo, si el contribuyente impugna esta 
negativa en términos del párrafo anterior, la autoridad 
deberá requerir al contribuyente para que presente otra 
garantía pero no podrá llevar a cabo la inmovilización a 
que se refiere la fracción I del artículo 156-Bis de este 
Código, sin que se resuelva previamente sobre la legalidad 
del rechazo de la primera garantía que éste ofreció. 
 
 
Artículo 145. ... 
 
Se podrá practicar embargo precautorio, sobre los bienes o la 
negociación del contribuyente, para asegurar el interés fiscal, 
cuando el crédito fiscal no sea exigible pero haya sido 
determinado por el contribuyente o por la autoridad en el 
ejercicio de sus facultades de comprobación, siempre y 
cuando se compruebe fehacientemente que existe peligro 
inminente de que el obligado realice cualquier maniobra 
tendiente a evadir su cumplimiento. 
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La autoridad que practique el embargo precautorio levantará 
acta circunstanciada en la que precise las razones por las que 
estima que existe peligro inminente de que el 
contribuyente evadirá el cumplimiento de sus 
obligaciones. Esta acta será calificada por la autoridad 
exactora quien determinará si procede o no la imposición 
de esta medida, además de que deberá notificar al 
contribuyente el acta por medio de estrados. Sin este 
requisito no podrá ordenarse el embargo precautorio. 
 
El oficio que contenga la medida deberá cumplir con los 
requisitos que establece el artículo 38 de este Código, 
debiendo además señalar lo siguiente:  
 
1. La conducta del contribuyente que dio sustento a la 
aplicación de la medida; 
 
2. La forma en que la autoridad se percató o tuvo 
conocimiento de que el contribuyente pudiera evadir el 
cumplimiento de su obligación;  
 
3. El tiempo que durará la ejecución de la medida; 
 
4. En caso de que el embargo precautorio se hubiere 
ordenado sobre depósitos bancarios, componentes de 
ahorro o inversión asociados a seguros de vida que no 
formen parte de la prima que haya de erogarse para el 
pago de dicho seguro, o cualquier otro depósito en 
moneda nacional o extranjera que se realicen en cualquier 
tipo de cuenta que tenga a su nombre el contribuyente en 
alguna de las entidades financieras o sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo, así como los depósitos 
que tenga en su cuenta individual de ahorro para el retiro, 
incluidas las aportaciones voluntarias que se hayan 
realizado hasta el monto conforme a la ley de la materia, 
deberá señalarse el monto sobre el cual procede dicha 
medida, mismo que no podrá exceder del crédito fiscal y 
de los accesorios legales que se hayan generado hasta la 
fecha en que se ordene el embargo precautorio. 
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El acto a través del cual la autoridad fiscal haya ordenado 
el embargo precautorio deberá notificarse personalmente 
al contribuyente; en caso de que se encuentre ilocalizable, 
la notificación deberá hacerse por estrados. En ningún 
caso la entidad financiera o sociedad cooperativa de 
ahorro y préstamo negará al contribuyente la información 
acerca de la autoridad fiscal que ordenó el embargo 
precautorio.  

Una vez que las entidades financieras o sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo hayan ejecutado el 
embargo sobre los depósitos bancarios, otros depósitos o 
seguros del contribuyente, tendrán que hacer del 
conocimiento de la autoridad fiscal que ordenó la medida, 
a más tardar al día hábil siguiente a aquél en que se 
ejecutó el embargo, las cantidades que fueron embargadas 
en una o más cuentas del contribuyente. Si la autoridad 
fiscal constata que el embargo se trabó por una cantidad 
mayor a la del crédito fiscal actualizado junto con sus 
accesorios legales, aun cuando ello se suscitara en más de 
una cuenta o en diversas entidades financieras o 
sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, ordenará, 
dentro del día hábil siguiente a aquél en que tuvo 
conocimiento, a la o las entidades financieras o 
sociedades cooperativas de ahorro y préstamo que 
correspondan, que levanten el embargo precautorio 
respecto a la cantidad que exceda al monto 
correspondiente. Dichas entidades o sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo contarán con un día 
hábil para liberar los recursos embargados en exceso. 

Al acreditarse fehacientemente que ha cesado la conducta 
que dio origen al embargo precautorio, o bien, cuando 
exista orden de suspensión emitida por autoridad 
competente que el contribuyente haya obtenido en su 
contra, la autoridad deberá ordenar que se levante la 
medida dentro del plazo de un día hábil. 

En el caso de que se hayan embargado los bienes 
señalados en el numeral 4 del presente artículo, el oficio 
por el que se ordene la medida deberá hacerse del 
conocimiento, dentro del siguiente día hábil, de la unidad 
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administrativa competente de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, de la Comisión Nacional de Seguros 
y Fianzas o de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro 
para el Retiro, según proceda, o bien, de la entidad 
financiera o sociedad cooperativa de ahorro y préstamo 
que hubiere ejecutado el embargo precautorio.  
 
Por su parte, las Comisiones señaladas en el párrafo 
anterior contarán con un plazo de un día hábil para ordenar 
a la entidad financiera o sociedad cooperativa de ahorro y 
préstamo que hubieren ejecutado el embargo, para que 
liberen los bienes embargados dentro del plazo de 48 
horas una vez que hayan recibido la instrucción respectiva. 
Si la entidad financiera o sociedad cooperativa de ahorro y 
préstamo hubieren ejecutado el embargo por instrucciones 
directas de la autoridad fiscal, éstas contarán con un plazo 
de dos días hábiles para liberar los bienes embargados 
una vez que reciban la instrucción correspondiente.  
 
En todo caso los depósitos bancarios, otros depósitos o 
seguros embargados deberán ser liberados a más tardar 
dentro de los 5 días hábiles siguientes al en que cesó la 
conducta que dio origen al embargo o, al en que se notificó 
la suspensión obtenida contra del mismo. 
 
La autoridad requerirá al obligado para que dentro del término 
de 10 días desvirtúe el monto por el que se realizó el embargo. 
El embargo quedará sin efecto cuando el contribuyente cumpla 
con el requerimiento. 
 
Una vez practicado el embargo precautorio, el 
contribuyente afectado podrá ofrecer a la autoridad 
exactora alguna de las garantías que establece el artículo 
141 de este Código a fin de que el crédito fiscal y sus 
accesorios queden garantizados y se ordene el 
levantamiento del embargo trabado sobre los depósitos 
bancarios, otros depósitos o seguros del contribuyente. 
 
En ningún caso procederá embargar precautoriamente los 
depósitos bancarios, otros depósitos o seguros del 
contribuyente por un monto mayor al del crédito fiscal 
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actualizado, junto con sus accesorios legales, ya sea que 
el embargo se trabe sobre una sola cuenta o en más de 
una. 
 
El embargo precautorio se convertirá en definitivo al 
momento de la exigibilidad de dicho crédito y se aplicará el 
procedimiento administrativo de ejecución, sujetándose a 
las disposiciones que este Código establece respecto a 
dicho procedimiento. 
 
Se deroga. 
 
Son aplicables al embargo precautorio a que se refiere este 
artículo, las disposiciones establecidas para el embargo y para 
la intervención en el procedimiento administrativo de ejecución 
que, conforme a su naturaleza, le sean aplicables y no 
contravengan lo dispuesto por este artículo.  
 
Artículo 145-A. Se deroga.  
 
Artículo 146. … 
 
El término de la prescripción se inicia a partir de la fecha en 
que el pago pudo ser legalmente exigido y se podrá oponer 
como excepción en los recursos administrativos o a través del 
juicio contencioso administrativo. El término para que se 
consume la prescripción se interrumpe con cada gestión de 
cobro que el acreedor notifique o haga saber al deudor o por el 
reconocimiento expreso o tácito de éste respecto de la 
existencia del crédito. Se considera gestión de cobro cualquier 
actuación de la autoridad dentro del procedimiento 
administrativo de ejecución, siempre que se haga del 
conocimiento del deudor. 
 
… 
 
Asimismo, se suspenderá el plazo a que se refiere este 
artículo cuando el contribuyente hubiera desocupado su 
domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio 
correspondiente o cuando hubiere señalado de manera 
incorrecta su domicilio fiscal. 
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En ningún caso el plazo para que se configure la 
prescripción podrá exceder de diez años contados a partir 
de que el crédito fiscal pudo ser legalmente exigido, o de 
que cesó la causal que lo hubiere suspendido.  
 
… 
 
Artículo 151. … 
 
I. a II. … 
 
En ningún caso procederá embargar los depósitos 
bancarios, otros depósitos o seguros del contribuyente por 
un monto mayor al del crédito fiscal actualizado, junto con 
sus accesorios legales, ya sea que el embargo se trabe 
sobre una sola cuenta o en más de una. 
 
Una vez que las entidades financieras o sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo hayan ejecutado el 
embargo sobre los depósitos bancarios, otros depósitos o 
seguros del contribuyente, tendrán que hacer del 
conocimiento de la autoridad fiscal que ordenó la medida, 
a más tardar al día hábil siguiente a aquél en que se 
ejecutó el embargo, las cantidades que fueron embargadas 
en una o más cuentas del contribuyente. Si la autoridad 
fiscal constata que el embargo se trabó por una cantidad 
mayor a la del crédito fiscal actualizado junto con sus 
accesorios legales, aun cuando ello se suscitara en más de 
una cuenta o en diversas entidades financieras o 
sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, ordenará, 
dentro del día hábil siguiente a aquél en que tuvo 
conocimiento, a la o las entidades financieras o 
sociedades cooperativas de ahorro y préstamo que 
correspondan, que levanten el embargo respecto a la 
cantidad que exceda al monto correspondiente. Dichas 
entidades o sociedades cooperativas de ahorro y préstamo 
contarán con un día hábil para liberar los recursos 
embargados en exceso. 

… 
… 
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… 
 
No se practicará embargo respecto de aquellos créditos 
fiscales que hayan sido impugnados en sede 
administrativa o jurisdiccional y se encuentren 
garantizados en términos de lo establecido en este Código. 
 
Artículo 154. … 
 
Para los efectos del párrafo anterior, la resolución a través 
de la cual se ordene la ampliación del embargo deberá 
cumplir con lo establecido en el artículo 38 de este Código.  
 
Artículo 155. La persona con quien se entienda la diligencia de 
embargo, tendrá derecho a señalar los bienes en que éste se 
deba trabar, siempre que los mismos sean de fácil realización o 
venta. Para efectos de lo dispuesto por este artículo, los 
bienes a embargar podrán ser los siguientes:  
 
I. … 
 
En el caso de que se embarguen los depósitos bancarios, 
otros depósitos o seguros del contribuyente, el monto del 
embargo sólo podrá ser hasta por el importe del crédito 
fiscal actualizado y sus accesorios legales que 
correspondan hasta la fecha en que se practique, ya sea en 
una sola cuenta o en más de una. 
 
II. a IV. … 
...  
 
Artículo 156-Bis. La autoridad fiscal procederá a la 
inmovilización de los depósitos bancarios, seguros o 
cualquier otro depósito en moneda nacional o extranjera 
del contribuyente, que se realice en cualquier tipo de 
cuenta que tenga a su nombre en las entidades financieras 
o sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, o de 
inversiones y valores, salvo los depósitos que una persona 
tenga en su cuenta individual de ahorro para el retiro hasta 
por el monto de las aportaciones que se hayan realizado de 
manera obligatoria conforme a la Ley de la materia y las 
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aportaciones voluntarias y complementarias hasta por un 
monto de 20 salarios mínimos elevados al año, tal como 
establece la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, 
del contribuyente en los siguientes supuestos:  
 
I. Como consecuencia del procedimiento administrativo de 
ejecución en relación con el embargo practicado a que se 
refiere el artículo 155 fracción I del presente Código, 
respecto a créditos fiscales exigibles pero no firmes;  
 
II. Respecto a los créditos fiscales que se encuentren 
firmes. 
 
Sólo procederá la inmovilización hasta por el importe del 
crédito fiscal y sus accesorios legales o, en su caso, hasta 
por el importe en que la garantía que haya ofrecido el 
contribuyente no alcance a cubrir los mismos, ya sea en 
una sola cuenta o en más de una. 
 
La autoridad fiscal que haya ordenado la inmovilización 
girará oficio a la unidad administrativa competente de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, de la Comisión 
Nacional de Seguros y Fianzas o de la Comisión Nacional 
del Sistema de Ahorro para el Retiro, según proceda, o 
bien a la entidad financiera o sociedad cooperativa de 
ahorro y préstamo a la que corresponda la cuenta, a efecto 
de que esta última de inmediato la inmovilice y conserve 
los fondos depositados. 
 
Al recibir la notificación del oficio mencionado en el párrafo 
anterior por parte del Servicio de Administración Tributaria o la 
instrucción que se dé por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, de la Comisión Nacional de Seguros y 
Fianzas o de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para 
el Retiro, según corresponda, la entidad financiera o la 
sociedad cooperativa de ahorro y préstamo de que se trate 
deberá proceder a inmovilizar y conservar los fondos 
depositados. 
 
Una vez que las entidades financieras o sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo hayan ejecutado la 
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inmovilización sobre los depósitos bancarios, otros 
depósitos o seguros del contribuyente, tendrán que hacer 
del conocimiento de la autoridad fiscal que ordenó la 
medida, a más tardar al día hábil siguiente, las cantidades 
que fueron inmovilizadas en una o más cuentas del 
contribuyente. Si la autoridad fiscal constata que la 
inmovilización se realizó por una cantidad mayor a la del 
crédito fiscal actualizado, junto con sus accesorios 
legales, aun cuando ello se suscitara en más de una cuenta 
o en diversas entidades financieras o sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo, ordenará, dentro del 
día hábil siguiente, a la o las entidades financieras o 
sociedades cooperativas de ahorro y préstamo que 
correspondan, que liberen la cantidad que exceda al monto 
correspondiente. Dichas entidades o sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo contarán con un día 
hábil para liberar los recursos inmovilizados en exceso. 
 
La autoridad fiscal notificará al contribuyente de dicha 
inmovilización de manera personal al día siguiente en que 
se le hubiere comunicado la inmovilización, pudiendo éste 
oponerse dentro de los 10 días siguientes en caso de que 
ya hubiere garantizado el interés fiscal, o de que el monto 
por el que se hayan inmovilizado sus depósitos bancarios, 
otros depósitos o seguros sea mayor al crédito fiscal de 
que se trate; independientemente de su derecho para 
presentar los medios de defensa que estime pertinentes en 
contra de la inmovilización. 
 
En caso de que en los depósitos bancarios, otros depósitos 
o seguros a que se refiere el primer párrafo del presente 
artículo, no existan recursos suficientes para garantizar el 
crédito fiscal, la entidad financiera o la sociedad cooperativa de 
ahorro y préstamo de que se trate, deberá efectuar una 
búsqueda en su base de datos, a efecto de determinar si el 
contribuyente tiene otras cuentas con recursos suficientes para 
tal efecto. De ser el caso, la entidad o sociedad procederá de 
inmediato a inmovilizar y conservar los recursos depositados 
hasta por el monto del crédito fiscal. En caso de que se 
actualice este supuesto, la entidad o sociedad correspondiente 
deberá notificarlo a la autoridad fiscal, dentro del plazo de dos 
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días hábiles contados a partir de la fecha de inmovilización, a 
fin de que dicha autoridad realice la notificación que proceda 
conforme al párrafo anterior.  
 
… 
 
Los fondos de la cuenta del contribuyente únicamente podrán 
transferirse al Fisco Federal una vez que el crédito fiscal 
relacionado quede firme, y hasta por el importe necesario para 
cubrirlo, siempre y cuando haya transcurrido el plazo a que 
se refiere el párrafo sexto del presente artículo.  
 
En tanto el crédito fiscal garantizado no quede firme, el 
contribuyente titular de las cuentas embargadas podrá ofrecer 
otra forma de garantía de acuerdo con el artículo 141 de este 
Código, en sustitución del embargo de las cuentas. La 
autoridad deberá resolver y notificar al contribuyente sobre la 
admisión o rechazo de la garantía ofrecida, o el requerimiento 
de requisitos adicionales, dentro de un plazo máximo de cinco 
días a que se le haya presentado la garantía. La autoridad 
tendrá la obligación de comunicar a la entidad financiera o la 
sociedad cooperativa de ahorro y préstamo el sentido de la 
resolución, enviándole copia de la misma, dentro del plazo de 
cinco días siguientes a aquél en que haya notificado dicha 
resolución al contribuyente, si no lo hace durante el plazo 
señalado, la entidad o sociedad de que se trate levantará el 
embargo de la cuenta. 
 
 
Artículo 156-Ter. … 
 
I. … 
 
II. Si cuando el crédito fiscal quede firme, el interés fiscal se 
encuentra garantizado en alguna forma distinta a las 
establecidas en las fracciones I y III del artículo 141 de este 
Código, la autoridad fiscal procederá a requerir al contribuyente 
para que efectúe el pago del crédito fiscal en el plazo de cinco 
días. En caso de no efectuarlo, la autoridad fiscal podrá 
indistintamente hacer efectiva la garantía ofrecida, o proceder 
al embargo de cuentas en entidades financieras o sociedades 
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cooperativas de ahorro y préstamo, procediendo en los 
términos de la fracción I del presente artículo, a la 
transferencia de los recursos respectivos. En este caso, una 
vez que la entidad financiera o la sociedad cooperativa de 
ahorro y préstamo informe al Servicio de Administración 
Tributaria haber transferido los recursos a la Tesorería de la 
Federación suficientes para cubrir el crédito fiscal, la autoridad 
fiscal deberá proceder en un plazo máximo de tres días, a 
liberar la garantía otorgada por el contribuyente. 
 
III. a IV. … 
 
En todos los casos antes señalados, la autoridad fiscal 
deberá notificar de manera personal al contribuyente al día 
siguiente en que se haya hecho de su conocimiento la 
transferencia de recursos a la Tesorería de la Federación. 
Si al transferirse el importe al Fisco Federal el contribuyente 
considera que éste es superior al crédito fiscal que quedó firme, 
deberá demostrar tal hecho ante la autoridad fiscal con las 
pruebas que considere pertinentes dentro del plazo de 10 
días para que dicha autoridad proceda a la restitución de la 
cantidad transferida en exceso en términos del artículo 22 de 
este Código en un plazo no mayor de veinte días. Si a juicio de 
la autoridad fiscal, las pruebas no son suficientes, se lo 
notificará al interesado dentro del plazo antes señalado, 
haciéndole saber que puede hacer valer el recurso de 
revocación correspondiente o bien presentar juicio 
contencioso administrativo. 
 
Lo dispuesto en el párrafo anterior, es sin perjuicio de que 
el contribuyente puede solicitar la devolución en términos 
del artículo 22 de este Código.  
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Artículo 157. … 
 
I. a XII. … 
 
XIII. Los depósitos que una persona tenga en su cuenta 
individual de ahorro para el retiro, incluidas las 
aportaciones voluntarias hechas hasta por el monto de las 
aportaciones que se hayan realizado conforme a la Ley de 
la materia. 
 
 

LEY DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
 
Artículo 34-Bis. Con independencia de los supuestos de 
responsabilidad señalados en el artículo anterior, la 
autoridad ordenadora y/o ejecutora deberá indemnizar al 
contribuyente por los daños y perjuicios que se le hayan 
ocasionado con motivo del embargo precautorio previsto 
en el artículo 145, o del embargo e inmovilización de sus 
depósitos bancarios, otros depósitos o seguros previstos 
en los artículos 151, 155, 156-Bis y 156-Ter del Código 
Fiscal de la Federación, cuando se actualice alguno de los 
siguientes supuestos: 
 
I. Que el embargo precautorio o el embargo e 
inmovilización de depósitos bancarios, otros depósitos o 
seguros, hayan sido emitidos y/o trabados en 
contravención a las disposiciones legales aplicables y sea 
declarado así por autoridad competente; 
 
II. Que no se deje sin efectos el embargo precautorio al día 
hábil siguiente a que se acredite fehacientemente que ha 
desaparecido la causa que lo originó; 
 
III. Que la determinación de dejar sin efectos el embargo 
precautorio por haber desaparecido la causa que la 
originó, o de liberar los depósitos bancarios, otros 
depósitos o seguros, según corresponda, por haber 
obtenido el contribuyente una orden de suspensión en su 
contra, no se haga del conocimiento al día hábil siguiente 
de la unidad administrativa competente de la Comisión 
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Nacional Bancaria y de Valores, de la Comisión Nacional 
de Seguros y Fianzas o de la Comisión Nacional del 
Sistema de Ahorro para el Retiro, según proceda, o bien de 
la entidad financiera o sociedad cooperativa de ahorro y 
préstamo que lo hubiere ejecutado; y 
 
 
IV.- Que haya ordenado un embargo precautorio o se 
hayan embargado o inmovilizado los depósitos bancarios, 
otros depósitos o seguros del contribuyente por una 
cantidad mayor a la del crédito fiscal actualizado, junto con 
sus accesorios legales, ya sea en una sola cuenta o varias. 
 
 
Será responsable la autoridad fiscal por los daños y 
perjuicios que se le ocasionen al contribuyente cuando 
viole un acuerdo de suspensión emitido por la autoridad 
exactora o un acuerdo o resolución emitida por órgano 
jurisdiccional competente que haya concedido, de manera 
provisional o definitiva, esa medida cautelar; o cuando se 
transfieran al fisco federal los recursos contenidos en los 
depósitos bancarios, otros depósitos o seguros del 
contribuyente sin que se de cumplimiento al procedimiento 
previsto en los artículos 156-Bis y 156-Ter del Código 
Fiscal de la Federación. 
 
 

LEY DEL SEGURO SOCIAL 
 
 
Artículo 303-B. La autoridad ordenadora y/o ejecutora del 
Instituto deberá indemnizar al patrón, sujeto obligado o 
responsable solidario por los daños y perjuicios que se le 
hayan ocasionado con motivo del embargo precautorio 
previsto en el artículo 145, o del embargo e inmovilización 
de sus depósitos bancarios, otros depósitos o seguros 
previstos en los artículos 151, 155, 156-Bis y 156-Ter del 
Código Fiscal de la Federación, cuando se actualice alguno 
de los siguientes supuestos: 
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I. Que el embargo precautorio o el embargo e 
inmovilización de depósitos bancarios, otros depósitos o 
seguros, hayan sido emitidos y/o trabados en 
contravención a las disposiciones legales aplicables y sea 
declarado así por autoridad competente; 
 
 
II. Que no se deje sin efectos el embargo precautorio al día 
hábil siguiente a que se acredite fehacientemente que ha 
desaparecido la causa que lo originó; 
 
 
III. Que la determinación de dejar sin efectos el embargo 
precautorio por haber desaparecido la causa que la 
originó, o de liberar los depósitos bancarios, otros 
depósitos o seguros, según corresponda, por haber 
obtenido el patrón, sujeto obligado o responsable solidario 
una orden de suspensión en su contra, no se haga del 
conocimiento al día hábil siguiente de la unidad 
administrativa competente de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, de la Comisión Nacional de Seguros 
y Fianzas o de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro 
para el Retiro, según proceda, o bien de la entidad 
financiera o sociedad cooperativa de ahorro y préstamo 
que lo hubiere ejecutado; y 
 
 
IV. Que haya ordenado un embargo precautorio o se hayan 
embargado o inmovilizado los depósitos bancarios, otros 
depósitos o seguros del patrón, sujeto obligado o 
responsable solidario, por una cantidad mayor a la del 
crédito fiscal actualizado, junto con sus accesorios 
legales, ya sea en una sola cuenta o varias. 
 
 
Será responsable la autoridad fiscal por los daños y 
perjuicios que se le ocasionen al patrón, sujeto obligado o 
responsable solidario cuando viole un acuerdo de 
suspensión emitido por la autoridad exactora o un acuerdo 
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o resolución emitida por órgano jurisdiccional competente 
que haya concedido, de manera provisional o definitiva, 
esa medida cautelar; o cuando se transfieran al fisco 
federal los recursos contenidos en los depósitos 
bancarios, otros depósitos o seguros del contribuyente sin 
que se de cumplimiento al procedimiento previsto en los 
artículos 156-Bis y 156-Ter del Código Fiscal de la 
Federación. 
 
 

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA 
VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES 

 
 
Artículo 71. La autoridad ordenadora y/o ejecutora del 
Instituto deberá indemnizar al patrón por los daños y 
perjuicios que se le hayan ocasionado con motivo del 
embargo precautorio previsto en el artículo 145, o del 
embargo e inmovilización de sus depósitos bancarios, 
otros depósitos o seguros previstos en los artículos 151, 
155, 156-Bis y 156-Ter del Código Fiscal de la Federación, 
cuando se actualice alguno de los siguientes supuestos: 
 
 
I. Que el embargo precautorio o el embargo e 
inmovilización de depósitos bancarios, otros depósitos o 
seguros, hayan sido emitidos y/o trabados en 
contravención a las disposiciones legales aplicables y sea 
declarado así por autoridad competente; 
 
 
II. Que no se deje sin efectos el embargo precautorio al día 
hábil siguiente a que se acredite fehacientemente que ha 
desaparecido la causa que lo originó; 
 
 
III. Que la determinación de dejar sin efectos el embargo 
precautorio por haber desaparecido la causa que la 
originó, o de liberar los depósitos bancarios, otros 
depósitos o seguros, según corresponda, por haber 
obtenido el patrón una orden de suspensión en su contra, 
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no se haga del conocimiento al día hábil siguiente de la 
unidad administrativa competente de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, de la Comisión Nacional de Seguros 
y Fianzas o de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro 
para el Retiro, según proceda, o bien de la entidad 
financiera o sociedad cooperativa de ahorro y préstamo 
que lo hubiere ejecutado; y 
 
 
IV. Que haya ordenado un embargo precautorio o se hayan 
embargado o inmovilizado los depósitos bancarios, otros 
depósitos o seguros del patrón, por una cantidad mayor a 
la del crédito fiscal actualizado, junto con sus accesorios 
legales, ya sea en una sola cuenta o varias. 
 
 
Será responsable la autoridad fiscal por los daños y 
perjuicios que se le ocasionen al patrón cuando viole un 
acuerdo de suspensión emitido por la autoridad exactora o 
un acuerdo o resolución emitida por órgano jurisdiccional 
competente que haya concedido, de manera provisional o 
definitiva, esa medida cautelar; o cuando se transfieran al 
fisco federal los recursos contenidos en los depósitos 
bancarios, otros depósitos o seguros del contribuyente sin 
que se de cumplimiento al procedimiento previsto en los 
artículos 156-Bis y 156-Ter del Código Fiscal de la 
Federación. 
 
 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO 

 
 

 
Artículo 58. … 

 
I. … 
 
II. … 
 
a) … 
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1. … 
 
2. … 
 
3. … 
 
4. … 
 
Para tales efectos, puede presentarse la queja incluso 
después de que haya sido emitida la sentencia definitiva 
mientras ésta no haya causado estado en términos del 
artículo 53 de esta Ley. 
 
… 
 
b) a g) …  
 
III. a IV. … 
 
 
Artículo 58-2. … 
 
I. a V. … 
 
… 
 
… 
 
… 
 
Tratándose de las resoluciones señaladas en este artículo 
cuya demanda sea presentada fuera del plazo de quince 
días a que se refiere el párrafo anterior, pero dentro del 
plazo que establece el artículo 13 de esta Ley, deberán 
tramitarse y resolverse en la Vía Ordinaria. 
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Adicionalmente se propone un único artículo transitorio, en el que se establezca 

que estas reformas deben entrar en vigor al día siguiente de su publicación en el 

DOF.  

 

Se anexa, a la presente propuesta de modificación, versión preliminar del número 

VII de la Serie de Cuadernos de la Procuraduría de la Defensa de Contribuyente, 

que será publicado con el título: “Inmovilización de cuentas bancarias a la luz 

de las recomendaciones de Prodecon”.  

 

Como último punto se destaca el efecto favorable que tendría, para los derechos 

fundamentales de los contribuyentes, la aprobación de esta propuesta por parte de 

esa H. Comisión pues, por una parte, se les dejarían de aplicar disposiciones que 

ya han sido declaradas inconstitucionales por el máximo tribunal del país y, por la 

otra, se establecen controles y procedimientos que deben seguir las autoridades 

fiscales en los temas propuestos, lo que busca evitar la emisión y ejecución de 

actos ilegales por parte de éstas, así como diversas causas de responsabilidad 

patrimonial para que los contribuyentes sean indemnizados en caso de que dichas 

causales se actualicen. 

 

En espera de que la presente propuesta de modificación a disposiciones fiscales, 

presentada en los términos estrictos de las facultades que la Ley concede a esta 

Procuraduría, resulte del interés de esa H. Comisión que usted dignamente 

preside y, de considerarlo así, sea llevada como iniciativa de ley al Pleno de esa 

H. Cámara de Diputados, me reitero a sus órdenes para lo que esa soberana 

Comisión tenga a bien disponer. 
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Estoy cierta que la defensa, promoción y protección de los derechos 

fundamentales de los pagadores de impuestos que con sus aportaciones 

contribuyen al sostenimiento del país, permitirá que esta Procuraduría llegue a 

constituirse como una voz pública, imparcial y especializada, que coadyuve en el 

ámbito de su competencia, con los señores y señoras legisladores de esa H. 

Comisión de Hacienda y Crédito Público para el superior logro de mejorar la 

legislación fiscal en aquellos aspectos que resulten claramente lesivos de los 

ciudadanos y ciudadanas a quienes digna y lealmente ustedes representan. 

 

Protesto a usted las seguridades de mi más alta y distinguida consideración.  

 

ATENTAMENTE  

 

 

 

LIC. DIANA ROSALÍA BERNAL LADRÓN DE GUEVARA 

PROCURADORA DE LA DEFENSA 

DEL CONTRIBUYENTE 

 

 

c.c.p. Señores Diputados y Diputadas integrantes de la Comisión de Hacienda y Crédito Público de 
la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión: 

 
c.c.p. Diputado Humberto Alonso Morelli. Secretario.  
c.c.p. Diputada Elsa Patricia Araujo de la Torre. Secretario. 
c.c.p. Diputado Silvano  Blanco Deaquino. Secretario. 
c.c.p. Diputado Ricardo Cantú Garza. Secretario. 
c.c.p. Diputada María Sanjuana Cerda Franco. Secretario. 
c.c.p. Diputada Paulina Alejandra Del Moral Vela. Secretario. 
c.c.p. Diputado Carlos Alberto García González. Secretario. 
c.c.p. Diputado Jorge Herrera Delgado. Secretario. 
c.c.p. Diputado Salomón Juan Marcos Issa. Secretario. 
c.c.p. Diputado José Sergio Manzur Quiroga. Secretario. 
c.c.p. Diputada Lourdes Eulalia Quiñones Canales. Secretario. 
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c.c.p. Diputado Juan Ignacio Samperio Montaño. Secretario. 
c.c.p. Diputado Guillermo Sánchez Torres. Secretario. 
c.c.p. Diputado Rosendo Serrano Toledo. Secretario. 
c.c.p. Diputado Sergio Torres Félix. Secretario. 
c.c.p. Diputado Tomás Torres Mercado. Secretario. 
c.c.p. Diputado Ricardo Villarreal García. Secretario.  

c.c.p. Diputada Aurora de la Luz Aguilar Rodríguez. Integrante. 
c.c.p. Diputado Ricardo Anaya Cortés. Integrante. 
c.c.p. Diputada Carol Antonio Altamirano. Integrante. 
c.c.p. Diputado Antonio Francisco Astiazarán Gutiérrez. Integrante. 
c.c.p. Diputado Fernando Jorge Castro Trenti. Integrante. 
c.c.p. Diputado Fernando Charleston Hernández. Integrante. 
c.c.p. Diputado Mario Alejandro Cuevas Mena. Integrante. 
c.c.p. Diputado Alberto Curi Naime. Integrante. 
c.c.p. Diputado Fernando Cuéllar Reyes. Integrante. 
c.c.p. Diputado Arturo De la Rosa Escalante. Integrante. 
c.c.p. Diputado José Ignacio Duarte Murillo. Integrante. 
c.c.p. Diputado Víctor Oswaldo Fuentes Solís. Integrante. 
c.c.p. Diputado Federico José González Luna Bueno. Integrante. 
c.c.p. Diputado Javier Filiberto Guevara González. Integrante. 
c.c.p. Diputado Jhonatan Jardines Fraire. Integrante. 
c.c.p. Diputada Margarita Licea González. Integrante. 
c.c.p. Diputado Jaime Chris López Alvarado. Integrante. 
c.c.p. Diputada Nuvia Magdalena Mayorga Delgado. Integrante. 
c.c.p. Diputado Jorge Mendoza Garza. Integrante. 
c.c.p. Diputado David Pérez Tejada Padilla David. Integrante. 
c.c.p. Diputada Karen Quiroga Anguiano. Integrante. 
c.c.p. Diputado Glafiro Salinas Mendiola. Integrante. 
c.c.p. Diputado Javier Salinas Narváez. Integrante. 
c.c.p. Diputado Javier Treviño Cantú. Integrante. 
c.c.p. Diputado Jorge Iván Villalobos Seáñez. Integrante. 
c.c.p. Diputada Regina Vázquez Saut. Integrante. 


